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Presentación


 Como hemos intentado hacer con cada una de las instituciones procesales que aparecen en este libro, lo primero que debemos ofrecer a los lectores es el fundamento o justificación de la aparición de esta obra. Porque en el mercado existen muchos y muy buenos manuales de Derecho Procesal Penal, que abordan esta rama del ordenamiento jurídico desde diversos puntos de vista: más teóricos, más prácticos, con formularios, sin ellos… ¿Qué pretende aportar, pues, este nuevo libro? Sencillamente, como su título indica, un tratamiento sistemático y global de los aspectos generales del Derecho Procesal Penal español, aunque, eso sí, con dos características esenciales.

Por un lado, hemos buscado exponer el Derecho que realmente se aplica en los tribunales, que no siempre es el que se encuentra en la Ley de Enjuiciamiento Criminal: en unas ocasiones porque no existe regulación alguna; y, en otras, porque la jurisprudencia del Tribunal Supremo o la doctrina del Tribunal Constitucional han completado, e incluso innovado, lo que resulta de los preceptos legales. Lo que pretendemos, pues, con esta obra es que cualquiera que la lea conozca qué tratamiento real y actual tiene cada institución procesal en la práctica forense, algo que, desafortunadamente, no siempre puede deducirse de la mera lectura de la legislación correspondiente.

Y, por otro lado, hemos intentado componer una obra que, aspirando a ser completa, sea lo suficientemente manejable en su extensión para que no abrume a quien se acerca a esta parte del ordenamiento, especialmente alumnos, investigadores y profesionales (españoles o provenientes de otros países). Incluso pensamos que puede ser un importante elemento de consulta para otros actores del proceso (miembros de la judicatura, fiscales, secretarios judiciales, policía judicial), que suelen estar desprovistos de material accesible y adecuado que facilite su trascendente tarea en la Administración de Justicia. Indudablemente, sobre cada una de las materias que se analizan en el libro se podría haber profundizado mucho más, como demuestran las numerosas monografías que existen al respecto; pero pensamos que quien lea cada capítulo o cada apartado encontrará las claves necesarias para dar respuesta a los principales problemas que se plantean en ellos.

Estos «aspectos generales» son el fruto de muchos años de docencia de la asignatura, impartida en la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense de Madrid, bajo el magisterio del profesor DE LA OLIVA SANTOS, a quien tanto debemos los dos autores. También son el resultado de nuestra experiencia profesional desarrollada ante los tribunales. Confiamos, pues, en que, por ambas razones, la obra responda tanto a los intereses de los alumnos como a los de los distintos profesionales del foro. Si además conseguimos contribuir en algo a una mejora de la impartición de la justicia penal en España, nuestro esfuerzo habrá merecido la pena.

Madrid, 8 de diciembre de 2009

LOS AUTORES






Prólogo a la tercera edición


 Que existe un consenso entre todos los sectores del mundo de la Justicia acerca de la necesidad de sustituir la más que centenaria Ley de Enjuiciamiento Criminal por otra que se adapte mejor a los tiempos actuales y a las nuevas formas de criminalidad, es un hecho que no puede discutirse. Otra cosa es el modelo que deba seguir ese futuro Código Procesal Penal, y las respuestas que en él se deben dar a los principales debates que sobre esta materia están actualmente planteados (como quién debe dirigir la instrucción, o el papel que debe darse a la legalidad y la oportunidad, o los límites que ha de tener la conformidad en relación con el necesario respeto a la verdad). Aquí las diferencias de opinión son bastante acusadas, y quizá por ello no han pasado de meros borradores los textos de nuevo Código Procesal Penal elaborados en 2011 y 2013 por gobiernos de signo político diferente. No existe, pues, aún una nueva LECrim., ni parece que se la espere en un futuro cercano.

Sin embargo, la elaboración de una tercera edición del presente libro resultaba obligada, dadas las importantes novedades legislativas y jurisprudenciales que han acaecido en los cuatro años transcurridos desde la anterior, en especial en estos últimos cuatro meses (probablemente porque el legislador es consciente de que no va a haber un nuevo Código Procesal Penal a corto plazo). Algunas de las Leyes recientemente aprobadas resultaban obligadas al tener que incorporar a nuestro Derecho determinadas Directivas y Decisiones Marco europeas. Así sucede con la Ley Orgánica 7/2014, de 12 de noviembre, sobre intercambio de información de antecedentes penales y consideración de resoluciones judiciales penales en la Unión Europea; la Ley 23/2014, de 20 de noviembre, de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea; la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito; o la Ley Orgánica 5/2015, de 27 de abril, por la que se modifican la Ley de Enjuiciamiento Criminal y la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, para transponer la Directiva 2010/64/UE, de 20 de octubre de 2010, relativa al derecho a interpretación y a traducción en los procesos penales y la Directiva 2012/13/UE, de 22 de mayo de 2012, relativa al derecho a la información en los procesos penales.

Además de por las anteriores leyes, la LECrim. también se ha visto modificada en algún aspecto importante por la LO 1/2015, de 30 de marzo, que no sólo ha reformado el Código Penal, sino que también ha afectado a la ley procesal penal al sustituir el tradicional juicio de faltas por otro de delitos leves.

Pero los cambios principales han venido originados por la Ley Orgánica 13/2015 y la Ley 41/2015, ambas de 5 de octubre, dirigidas a la agilización de la justicia penal y el fortalecimiento de las garantías procesales. En ellas no sólo se procede a realizar determinados cambios terminológicos de cierta relevancia (como el de imputado por investigado o encausado), sino que se da una nueva regulación a las medidas de investigación basadas en la modernas tecnologías —incluidas las intervenciones telefónicas—; se introducen los nuevos «proceso por aceptación de decreto» (denominado en el Preámbulo de la Ley «procedimiento monitorio penal») y «proceso de decomiso autónomo»; se modifican numerosos preceptos relativos a la conexidad penal, la duración de la instrucción, o los derechos del detenido y la asistencia letrada que le corresponde; se amplía el recurso de apelación de las sentencias penales, generalizando la segunda instancia penal; se permite el acceso al recurso de casación de todos los preceptos sustantivos; y se cambia el régimen de la revisión de sentencias firmes.

La aparición de tan numerosas novedades, cuyo contenido y análisis se recogen en la presente edición, no han modificado, sin embargo, la intención con la que surgió esta obra de mantener su texto dentro de una extensión razonable. Se ha tratado, pues, no de estudiar exhaustivamente cada novedad introducida, sino de situarla dentro de su contexto y recoger lo esencial de su contenido. En esa misma línea, se ha evitado reproducir la gran mayoría de los preceptos analizados, dado que pueden ser fácilmente consultados por los interesados al hilo de la lectura de los diferentes capítulos. Por último, se han añadido únicamente las sentencias imprescindibles para la puesta al día de la doctrina de los tribunales penales sobre las cuestiones procesales más controvertidas.

Por todo ello confiamos seguir contando con el beneplácito de nuestros queridos lectores, sobre todo estudiantes y profesionales, a quienes estamos cordialmente agradecidos por la acogida de las anteriores ediciones, y por quienes hemos hecho de nuevo esta labor de actualización. También nos acogemos a su benevolencia para que perdonen cualquier fallo u omisión en que hayamos podido incurrir, algo que creemos al menos disculpable dados los plazos perentorios de entrada en vigor de las reformas aprobadas, la cada vez más deficiente técnica legislativa, lo intricada que se ha vuelto la legislación procesal penal y, sobre todo, el esfuerzo realizado para que esta obra esté cuanto antes en sus manos y pueda contribuir así a un mejor conocimiento y aplicación de las normas procesales penales vigentes.

Madrid, 24 de octubre de 2015

LOS AUTORES






Nota de los autores a la 4ª edición


 Tres años después de la reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal aprobada en 2015, hemos creído conveniente revisar estos «Aspectos fundamentales de Derecho Procesal Penal» para incorporar las primeras consecuencias jurisprudenciales de dicha reforma. También hemos aprovechado la oportunidad que representaba esta 4ª Edición para actualizar las referencias doctrinales de los principales tribunales —Constitucional, Supremo y Europeo de Derechos Humanos— en aquellos capítulos que lo requerían. Hemos prestado especial atención a las novedades normativas de la Unión Europea sobre proceso penal, progresivamente más incisivas y expansivas en su regulación sobre garantías de los justiciables.

Nuestro compromiso con el aprendizaje del Derecho Procesal Penal ha sido determinante para modificar la estructura de algún capítulo —como el V— y hacerla más comprensible; también para mejorar la exposición de conceptos y principios. La misma directriz es la que hemos considerado en atención también a los profesionales del Derecho que consulten este manual para resolver sus dudas prácticas acerca del proceso penal.

Confiamos en haber cumplido estos objetivos.

Madrid, julio de 2018

LOS AUTORES








Capítulo I El proceso penal. Los procedimientos penales

Julio Banacloche Palao



 1.  CONCEPTO Y FUNCIÓN DEL PROCESO PENAL

I. El proceso es el instrumento a través del cual se ejerce la función jurisdiccional. O dicho de otro modo: el Derecho objetivo, en sus diversas ramas, se tutela y realiza, en caso de conflicto, no de forma instantánea, sino por medio de un proceso. Pues bien, cuando el conflicto se refiere al contenido propio del Derecho penal, esto es, cuando se ha realizado un hecho que puede ser considerado delito y se pretende declarar y actuar el Derecho en relación con el citado hecho, estamos en el ámbito del proceso penal. En consecuencia, se puede definir el proceso penal como aquella serie o sucesión de actos dirigidos a tutelar y realizar el Derecho penal en un caso concreto.

A diferencia de lo que sucede con otras ramas del Derecho, en las que las normas que integran esa parte del ordenamiento pueden ser aplicadas e interpretadas por los propios sujetos intervinientes en la relación jurídica de que se trate directamente, sin necesidad de actuación judicial alguna, el Derecho penal es siempre, por su propia naturaleza, conflictivo, y por eso sólo puede ser aplicado e interpretado por los Tribunales. En consecuencia, el proceso adquiere una especial relevancia en este caso, porque es la única manera de que el Derecho penal sea aplicado. Por eso, a los tradicionales aforismos que recogen el principio de legalidad material en el ámbito del Derecho penal (nullum crimen, nulla poena sine lege, recogido en los arts. 1 y 2 CP), hay que añadir otro, el principio de legalidad procesal o de garantía jurisdiccional, que destaca la importancia del proceso en relación con dicha parcela del ordenamiento: nullum crimen, nulla poena sine lege et sine previum processum penale. A esta realidad se refieren el art. 3.1 del CP cuando señala que «no podrá ejecutarse pena ni medida de seguridad sino en virtud de sentencia firme dictada por el Juez o Tribunal competente, de acuerdo con las leyes procesales»; y el art. 1 LECrim.: «No se impondrá pena alguna por consecuencia de actos punibles cuya represión incumba a la jurisdicción ordinaria, sino de conformidad con las disposiciones del presente Código o de Leyes especiales y en virtud de sentencia dictada por Juez competente».

II. A lo anterior se une otra peculiaridad: a diferencia de lo que sucede en otros ámbitos del Derecho sustantivo, en el campo del Derecho Penal la relación jurídico material que da lugar al proceso no coincide con la que termina configurándose en éste. Es decir, mientras que, como regla general, en los procesos civiles o laborales quien reclama la tutela ante los Tribunales (o dicho más técnicamente, quien tiene legitimación activa) es aquel sujeto que fue parte en la relación jurídico material que sirve de base a la reclamación (por ejemplo, quien aparece como acreedor en ella), puesto que, precisamente a través del proceso, ese sujeto pretende que sea reconocido y operativo ese derecho subjetivo privado que tiene con carácter previo y que ha sido ignorado o vulnerado por la otra parte, en el proceso penal no sucede así. En muchos ordenamientos, el único que puede promover el proceso y ejercitar la acción penal no es la víctima del delito, sino el Estado, que lo hará por medio de un órgano público (el Ministerio Fiscal); y el único que puede imponer penas es también el Estado, a través de los Tribunales penales.

No existe, pues, un «proceso penal privado», en el que las partes pueden decidir si un hecho delictivo se va a perseguir y castigar o no, ni la posibilidad de que se defiera a un tercero no jurisdiccional la decisión del conflicto (a modo de un arbitraje penal). Sin embargo, cada vez son más frecuentes las instituciones y los autores que reclaman la existencia de un sistema de mediación penal que pueda utilizarse sobre todo en los casos de delitos no graves, avanzando así en la denominada «justicia reparativa o restauradora», que busca reparar la fractura social y personal que tiene lugar cada vez que se comete un delito, y que complementa a la tradicional «justicia vindicativa o represiva», que persigue únicamente castigar la conducta antisocial (1) .

La mediación penal consiste en un encuentro entre el agresor y la víctima delante de un mediador (encuentro que ha debido ser cuidadosamente preparado por este último, con entrevistas previas con los interlocutores), dirigido a que el primero reconozca el mal causado, sea consciente de las consecuencias de su acción y ofrezca una reparación a la víctima, y ésta a su vez pueda expresar sus sentimientos y exponer las consecuencias del delito padecido. La reunión puede concluir en un acuerdo entre las partes que se comunicaría a la Fiscalía y que, aunque no evitaría la imposición de una pena, podría dar lugar a su reducción (dado que se ha producido una cierta reparación a la víctima), o a condiciones especiales de ejecución (como actualmente ya se prevé en el art. 84.1.1.ª CP, donde el cumplimiento del acuerdo de mediación permite la suspensión de la ejecución de la pena). En consecuencia, la mediación penal no constituye un sistema alternativo de resolución del conflicto originado por el delito, sino que se presenta como una fórmula complementaria del proceso penal que busca concienciar al delincuente y reparar moralmente a la víctima.

III. Como se acaba de señalar, no existe, no se puede hablar en ningún caso de un proceso penal privado, dado que es el Estado quien asume en régimen de monopolio el uso legítimo de la violencia y, en consecuencia, actúa el Derecho penal en su doble vertiente de acusar y castigar. El fundamento último de esta decisión es evitar la autotutela que, como sistema de resolución de conflictos en el concreto caso de las infracciones penales, podría terminar originando una espiral de violencia que pondría en peligro la convivencia social. El valor justicia es, pues, el que está en la raíz de la solución judicial del conflicto derivado de la comisión de un hecho delictivo, pues se considera que es el Estado quien mejor puede dar a cada cual lo que le corresponde.

La finalidad última del proceso penal, que es el ejercicio del ius puniendi —es decir, el derecho a castigar las conductas socialmente reprochables (que son las calificadas como delitos) que realmente quede demostrado que se han producido—, sólo puede ser asumida por los Tribunales; incluso en algunos sistemas, esa posibilidad de castigar está condicionada a que se ejerza previamente el derecho a perseguir los delitos o el derecho a acusar, que también se entrega con carácter exclusivo a órganos del Estado. Con esto se quiere señalar que los ciudadanos no tienen un derecho subjetivo público (es decir, frente al Estado) a que se castigue a los delincuentes, mientras que sí lo tienen a que se le pague una deuda o a que se le declare propietario (si es que la deuda se debe o se es realmente propietario); lo más que se les permite es el derecho a iniciar el proceso o a ser parte en el mismo mientras dure (lo que ha denominado por el Tribunal Constitucional recogiendo aportaciones doctrinales: ius ut procedatur, derecho a que se proceda, a instar el inicio de las actuaciones y a ser parte en ellas).

No obstante lo anterior, la doctrina más moderna entiende que el proceso penal no debe convertirse únicamente en un instrumento que permita la persecución del delito y la punición del culpable a toda costa; también ha de construirse de modo que se evite el castigo de un inocente, lo que conlleva respetar todos los derechos y garantías procesales constitucionalmente reconocidos. E incluso el proceso debe servir para otras dos finalidades más: por un lado, facilitar el resarcimiento y la reparación de la víctima, en la medida en que sea posible, a lo largo de todo el proceso; y, por otro, procurar la reinserción social del delincuente una vez haya cumplido su pena, lo que exige un tratamiento personal adecuado durante la ejecución de aquélla.

Para satisfacer esas finalidades, sería necesario ir incorporando a la legislación procesal y penitenciaria diferentes mecanismos, como permitir la presencia de las víctimas en los procesos penales declarativos en aquellos países en que aún no es posible; o prever su intervención en los procesos de ejecución, como recientemente ha hecho en España la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito, en su art. 13.

2.  PRINCIPIOS INFORMADORES DEL PROCESO PENAL Y SU CONFIGURACIÓN FORMAL

I. Todo proceso debe estar cimentado en los denominados principios jurídico-naturales, sin los cuales no se puede conseguir una resolución que aspire a ser justa, es decir, que se ajuste a la realidad. Estos principios son los de audiencia (que supone que nadie puede ser condenado sin ser oído y vencido en juicio) e igualdad (que implica que todas las partes del proceso deben tener las mismas oportunidades de actuación); y ambos deben estar presentes en el proceso penal.

El principio de audiencia tiene numerosas concreciones en el proceso penal español. Así, el investigado tiene derecho a ser parte en el proceso y a intervenir en las actuaciones desde que se dirige el procedimiento contra él (art. 118 LECrim.); e incluso se prohíbe que el encausado sea enjuiciado en ausencia, al menos en los procesos por delitos que tengan señalada penas de cierta entidad, debiendo suspenderse provisionalmente el procedimiento y archivarse los autos hasta que aquél esté a disposición del Tribunal (arts. 840, 841 y 846 LECrim.).

También el principio de igualdad está presente en los procesos penales, especialmente en la fase de enjuiciamiento. Bien es cierto que existen situaciones de desigualdad en la instrucción (como sucede cuando se decreta el secreto del sumario, que supone que las diligencias practicadas sólo pueden ser conocidas por el Juez y el Ministerio Fiscal, es decir, la parte acusadora: art. 302 LECrim.) (2) , o incluso en la fase intermedia (como acaece en el procedimiento abreviado, donde se decide si se sobresee o si se abre juicio oral con la única opinión de las acusaciones, sin participación ni intervención del encausado: art. 780 LECrim.) (3) , pero son provisionales y no impiden la posterior restauración del equilibrio y la igualdad de armas.

II. En cuanto a los principios jurídico-técnicos, que son los que buscan construir los procesos conforme a criterios de eficacia y de eficiencia (esto es, pretenden alcanzar la resolución del conflicto de la mejor manera posible y al menor coste), el proceso penal ha de organizarse sobre la base del principio de oficialidad, y no del dispositivo, dado que en él se está protegiendo básicamente un interés público, lo que exige un mayor peso del Tribunal y una menor posibilidad de las partes de disponer del objeto del proceso.

Así, a diferencia de lo que sucede en otros procesos construidos sobre la base del principio dispositivo (como el civil, por ejemplo), el proceso penal puede iniciarse de oficio (art. 303 LECrim.), y en él el Juez tiene un amplio margen en materia de investigación y prueba tanto en la fase de instrucción como en la de enjuiciamiento (arts. 311 y 315, y 729.2.º LECrim.). Tradicionalmente, las partes no podían disponer del objeto del proceso, de forma que, una vez iniciado el mismo, sólo podía finalizar por resolución del Tribunal ajustada a la realidad de los hechos, y no a la voluntad de las partes. Sin embargo, en muchos países el principio de necesidad (según el cual los hechos delictivos se persiguen siempre que se tenga conocimiento de su existencia, y originan la pena que esté legalmente prevista, conforme a la calificación que resulte la adecuada) se ha visto progresivamente desplazado por el principio de oportunidad, que subordina bien la perseguibilidad de todos los delitos (o sólo de algunos en determinadas condiciones: principio de oportunidad reglada), bien su castigo, a la voluntad de quien ejerce la acusación, de forma que cabe un acuerdo (o conformidad, se denomina en nuestro sistema procesal penal) entre acusadores y acusado que resulta vinculante para el Tribunal (4) .

De esta forma, con el argumento de aumentar el peso de la contradicción (que es un modo de configurar formalmente un proceso, no un principio constitutivo del mismo, como luego se señalará), el proceso penal se va acercando cada vez más al principio dispositivo (que protege básicamente el interés de las partes) en detrimento del de oficialidad (y, por ende, del interés público y de la obtención de la verdad material). Y ello no parece muy razonable ni deseable, puesto que en la persecución y castigo de los delitos la búsqueda de la verdad debe ser lo único que realmente importe, y no se puede admitir que quede relegada por criterios de economía procesal o de costes de oportunidad.

En el sistema procesal penal español aún rige el principio de necesidad, que obliga al Ministerio Fiscal a perseguir todo delito del que tenga noticia (art. 105 LECrim.). Pero ya en la reciente reforma operada por la LO 1/2015, de 30 de marzo, se prevé que, en los juicios por delitos leves, el Juez de Instrucción pueda archivar las diligencias abiertas, a petición del Ministerio Fiscal, cuando el delito denunciado resulte de muy escasa gravedad o no exista un interés público relevante en la persecución del hecho (arts. 963.1.1.ª y 964.2.a LECrim.). Con ello queda introducido, aunque de forma limitada y reglada, el principio de oportunidad en nuestro sistema procesal penal.

III. La configuración formal del proceso penal varía en función de cuál sea la fase en que nos encontremos: mientras que en la preliminar aún permanece la estructura básica de la forma inquisitiva (un Juez y un acusador situados a un nivel similar, por encima del imputado, que debe soportar la actuación de aquellos, en esa situación de desequilibrio temporal a la que ya se hizo referencia), en la de enjuiciamiento rige la forma contradictoria (ambas partes situadas en un plano de igualdad). La vigencia del inquisitivo en la instrucción conlleva también el predominio de la escritura en esa fase, con los rasgos que suelen acompañarla (desconcentración de actos, falta de inmediación, secreto de las actuaciones). Por el contrario, el acto del juicio en el proceso penal es oral, lo que a su vez supone inmediación (presencia directa del Juez en las actuaciones), concentración (acumulación de actos en uno solo) y publicidad (posibilidad de acceso de los terceros al acto, lo que aumenta las garantías y la transparencia).

No obstante lo anterior, y como ya se ha indicado anteriormente, la tendencia actual es a incrementar la contradicción también en la fase preliminar o de instrucción. Y por una confusión entre el contenido de la forma contradictoria y el del principio acusatorio, al que después se hará referencia, ese aumento de la contradicción ha terminado traduciéndose en unas limitaciones de las facultades decisorias del órgano de instrucción: por ejemplo, desde 1995, para acordar una medida cautelar restrictiva de la libertad del investigado, no sólo se exige que éste pueda intervenir en una vista contradictoria (la audiencia del art. 505 LECrim.) antes de que dicha medida se acuerde, sino que se requiere además que alguna acusación la pida (es decir, se prohíbe que el Juez pueda ordenarla de oficio), lo que va más allá de lo que impone la forma contradictoria.

3.  SISTEMAS PROCESALES PENALES: ACUSATORIO, INQUISITIVO Y MIXTO

I. Todo sistema procesal penal debe tener como finalidad última la de alcanzar la verdad de lo sucedido, de manera que se termine castigando al culpable y absolviendo al inocente. El problema que históricamente se ha planteado es en relación a cuál es la mejor forma de alcanzar esa verdad, si por medio de la contradicción entre las partes (sistema acusatorio), o por la investigación del tribunal (sistema inquisitivo).

Los procesos penales de los primeros tiempos de la civilización se configuraban conforme al principio dispositivo y la forma contradictoria. En la Grecia clásica o en la Roma republicana, el delito y la pena se consideraban, como regla general, algo privado, y eran enjuiciados por un Tribunal (generalmente popular mediante la institución del Jurado) distinto del acusador, a través de un proceso oral y público en el que se enfrentaban las dos partes del conflicto en un plano de igualdad. A este modelo se denomina sistema adversarial o acusatorio puro.

Ya en la época romana imperial y, posteriormente, en el Medievo y en los Estados nacionales y absolutos (hasta el siglo XIX), el Estado asume un papel protagonista en la persecución y castigo de los delitos. Por ello el proceso penal pasa a estar configurado conforme a lo que se ha denominado sistema inquisitivo, en el que rige el principio de oficialidad y la forma inquisitiva, caracterizado por la confusión entre los papeles y funciones de quien investigaba, acusaba y tenía al final el cometido de juzgar (de hecho, habitualmente, el acusador público integraba el Tribunal enjuiciador).

II. Tras la Ilustración se promueve una limitación de las facultades discrecionales de los Tribunales (aunque manteniendo un órgano público de acusación) y un mayor aumento de las garantías para los encausados, y se propone la configuración del proceso penal conforme al denominado sistema acusatorio formal o mixto. Este sistema combina la forma inquisitiva, que se mantiene para una fase preliminar de investigación (la instrucción), y la forma contradictoria, que se impone en el momento del enjuiciamiento (de ahí que se denomine mixto). Además, para asegurar la vigencia de los principios jurídico-naturales, se consagran dos nuevos principios de configuración del proceso: el principio del Juez no prevenido, por el cual el Juez que instruye no puede formar parte del Tribunal enjuiciador; y el principio acusatorio, por el cual las funciones de acusar y juzgar deben recaer en órganos diferentes (5) . De esta forma, las tres funciones relevantes de los procesos penales (investigar, acusar, enjuiciar) se atribuyen a sujetos diversos y con ello aumentan las garantías de los investigados.

III. El sistema que rige en el proceso penal español actual es el acusatorio formal o mixto, que fue implantado por la actual Ley de Enjuiciamiento Criminal de 1882. En ella se consagra un proceso dividido en dos fases (preliminar o de instrucción, y decisoria o de enjuiciamiento), atribuidas cada una de ellas a órganos distintos (en su origen, a los Juzgados de Instrucción y a las Audiencias), y con una clara separación entre las funciones de acusar y enjuiciar.

No obstante, hoy se encuentran en cuestión las estructuras básicas sobre las que se asienta el modelo vigente de proceso penal (necesidad, instrucción judicial y vigencia moderada del principio acusatorio), y en ellas se centra todo el debate procesal penal de nuestra época. En primer lugar, se discute si la persecución de los delitos debe continuar rigiéndose por el principio de necesidad, o por el contrario, hay que dejar paso al principio de oportunidad o de oportunidad reglada, a los que ya se hizo referencia. Indudablemente, un cambio en esta materia supondría una reformulación del actual estatus jurídico de las acusaciones particulares (es decir, las acusaciones no públicas, las distintas del Ministerio Fiscal), porque para hacer aquél operativo tendrían que estar subordinadas a la decisión del Fiscal.

En segundo lugar, se discute si la instrucción debe continuar en manos de un órgano judicial, o si por el contrario debe encomendarse la dirección de investigación al Ministerio Fiscal, como ha sucedido en la mayor parte de los países europeos y sudamericanos que antaño tenían un Juez instructor (Alemania, Italia, Portugal, Chile, Ecuador, Colombia, Perú) (6) . En este nuevo modelo, construido al modo anglosajón, corresponde al Ministerio Fiscal dirigir la investigación de los delitos hasta poder construir una hipótesis acusatoria que plantear a un Tribunal. Junto a él se contempla un denominado Juez de Garantías, a quien se le atribuye únicamente las facultades de autorizar las medidas solicitadas por el Fiscal que afecten a derechos fundamentales, y practicar la prueba anticipada.

Los partidarios del cambio en el modelo de instrucción esgrimen que así se preservaría mejor la imparcialidad de quien toma importantes decisiones en el proceso, reforzándose el acusatorio en la fase de instrucción (dado que actualmente son los mismos jueces que investigan quienes deciden sobre la adopción de las medidas cautelares e incluso sobre si se abre o no el juicio posterior) (7) ; y también se conseguiría tramitar con mayor rapidez la fase preliminar del procedimiento (porque no tendría que tener la exhaustividad de la instrucción judicial, sino que bastaría con una investigación que fuera suficiente para sostener la hipótesis acusatoria).

Por el contrario, sus detractores ponen de relieve la posible inconstitucionalidad de la medida, puesto que la instrucción implica tomar decisiones jurisdiccionales que sólo pueden ser acordadas por Jueces y Magistrados, dotados de un estatuto de independencia, y no por el Ministerio Fiscal, que está sujeto a los principios de unidad de actuación y dependencia jerárquica; el riesgo de impunidad que, para determinados delitos, podría suponer dejar la investigación y la facultad de acusar exclusivamente en manos de la Fiscalía, dada su dependencia del Poder Ejecutivo; o la disminución de las garantías que un sistema de investigación fiscal suele suponer para los investigados (porque dicho sistema tiende a dejar intervenir menos a las defensas en esta fase, y es frecuente que los investigados sean objeto de acusaciones precipitadas o no suficientemente investigadas, lo que les termina suponiendo al menos una pena de banquillo). A los anteriores inconvenientes se añaden también las graves dificultades estructurales (redefinición del papel de las acusaciones particulares en el proceso penal) y coyunturales (necesidad de triplicar la plantilla de Fiscales y dotarle de muchos más medios materiales) que dicha medida supondría.

En todo caso, la introducción de un cambio en el modelo de instrucción necesitaría un replanteamiento global de la configuración actual del proceso penal español, porque en los países en que se atribuye al Fiscal la investigación de los delitos se dan también determinadas circunstancias a la que aquélla va ligada, como el ejercicio de la acción penal por parte del Fiscal con carácter exclusivo o al menos principal (es decir, la inexistencia o subordinación de las acusaciones particulares), la vigencia del principio de oportunidad o al menos de oportunidad reglada, y un estatuto de independencia o al menos de responsabilidad popular del Ministerio Fiscal. Todas esas medidas deberían introducirse también en España si se quiere que el sistema tenga un mínimo de coherencia interna.

Por último, también se discute acerca de los límites del principio acusatorio, tendiendo la jurisprudencia, como ya se indicó anteriormente, a restringir al máximo la posibilidad de que los Jueces puedan desvincularse de lo que se le solicita por las partes acusadoras. Y esto no sólo en relación con el juicio oral, donde rige la forma contradictoria, sino también en la instrucción, donde parece que las posibles reformas pueden ir dirigidas a no permitir al Juez instructor otras actuaciones que las que le sean solicitadas por las partes (al modo de lo que sucede actualmente en relación con las medidas cautelares).

4.  FUENTES DEL DERECHO PROCESAL PENAL ESPAÑOL

I. Como en todas las demás áreas del Derecho Procesal, y dada la vigencia del principio de legalidad al que anteriormente se hizo referencia, la fuente principal del ordenamiento jurídico español es la ley, considerada en sentido amplio. Así, son de directa e inmediata aplicación los preceptos de la Constitución Española que se refieren al proceso penal, especialmente los relativos a los derechos fundamentales recogidos en la Sección Primera del Capítulo II del Título I (art. 15, sobre derecho a la vida y a la integridad física, con prohibición de la tortura, de los malos tratos o de penas inhumanas o degradantes; art. 17, sobre el derecho a la libertad personal, incluyendo los límites de la detención y los derechos del detenido, la prisión provisional y la obligación de implantar un procedimiento de habeas corpus; art. 18, sobre el derecho a la inviolabilidad del domicilio y al secreto de las comunicaciones; art. 25, sobre aplicación del principio de legalidad penal).

De todos ellos tiene especial importancia el art. 24 CE, que en su apartado primero garantiza el derecho a una tutela judicial efectiva prohibiendo la indefensión, y en su apartado segundo constitucionaliza numerosos derechos estrechamente vinculados al proceso penal (derecho al Juez ordinario predeterminado por la Ley, a la defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados de la acusación formulada, a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia, así como el derecho al secreto profesional).

Además, también debe tenerse en cuenta lo dispuesto con carácter general en el Título VI de la Constitución, dedicado a regular el Poder Judicial, y que incluye normas relativas a la gratuidad de la justicia (art. 119), los principios básicos del procedimiento (art. 120), el error judicial (art. 121), la regulación del estatuto de Jueces y Magistrados (art. 122), el Tribunal Supremo (art. 123), el Ministerio Fiscal (art. 124), el Jurado y la acusación popular (art. 125) y la Policía judicial (art. 126).

II. Dentro ya de las fuentes legales en sentido estricto, la regulación del proceso penal español se encuentra fundamentalmente contenida en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que fue aprobada por Real Decreto de 14 de septiembre de 1882. Como es lógico, a lo largo de estos más de 130 años de vigencia dicho texto ha experimentado numerosas modificaciones, siendo la más importante la realizada por la LO 7/1988, de 28 de diciembre, que introdujo el procedimiento abreviado (a su vez modificado ampliamente por la LO 38/2002, de 24 de octubre), y las más recientes las introducidas por la Ley Orgánica 13/2015 y la Ley 41/2015, ambas de 5 de octubre.

Además de la LECrim., también contienen normas aplicables al proceso penal la LO 1/1985, de 6 de julio, del Poder Judicial (que recoge disposiciones generales a todo tipo de procesos, también los penales) y otras leyes especiales (como la LO 5/1995, de 22 de mayo, del Tribunal del Jurado, la LO 6/1984, de 24 de mayo, reguladora del procedimiento de habeas corpus, la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, reguladora del Estatuto orgánico del Ministerio Fiscal, entre otras que se irán mencionando en momentos posteriores). Asimismo resulta interesante conocer las instrucciones y circulares de la Fiscalía referidas a cuestiones procesales, dado que determinan el proceder del Ministerio Público en relación con las materias de que se trate.

III. Al igual que sucede en relación con el proceso civil, en el ámbito procesal penal la costumbre tampoco es fuente de Derecho, puesto que, aunque pudiera existir una conducta reiterada a modo de uso forense, carecería de la opinio iuris necesaria para poder constituirse en fuente normativa. Por el contrario, los principios generales del Derecho sí son fuente normativa en defecto de ley o de costumbre; aunque hay que decir que muchos de esos principios se encuentran ya incorporados expresamente a algún texto legal y tienen por tanto la fuerza vinculante derivada de esa naturaleza.

Cuestión distinta es la relativa a la importancia que la jurisprudencia del Tribunal Supremo y de la doctrina del Tribunal Constitucional alcanza en el campo del Derecho Procesal Penal. Existe unanimidad entre la doctrina (y también entre las fuerzas políticas) acerca de la necesidad de redactar una nueva Ley de Enjuiciamiento Criminal, tal y como se hizo en el año 2000 con la Ley procesal civil. Pero las discrepancias en torno al modelo de instrucción (judicial o fiscal) y al juego de los principios de necesidad y oportunidad han impedido hasta el momento que se aborde la necesaria reforma con el suficiente consenso.

Aplicar una ley en la que la mayoría de sus preceptos han sido elaborados hace más de cien años con demasiada frecuencia implica que se produzcan graves problemas de interpretación y aplicación. Y ello porque, por un lado, los preceptos de la LECrim. hacen constantes referencias a órganos, instituciones o realidades que ya no existen en nuestra sociedad o en nuestro ordenamiento; y, por otro, porque la LECrim. desconoce la importancia de numerosos problemas y situaciones que se plantean en la actualidad, por lo que o bien la regulación que contiene sobre ellos es escasa o inapropiada, o sencillamente no contiene disposición alguna al respecto.

Eso significa que, en esta materia, los Tribunales están supliendo («complementando» diría el art. 1.6 CC, aunque en algunas ocasiones han ido mucho más allá, regulando prácticamente ex novo alguna institución procesal) el déficit legislativo con una habitualidad mucho mayor que en otros ámbitos del Derecho. A tal punto es así que se puede decir que, en relación con muchas cuestiones procesales penales, la LECrim. no contiene respuesta alguna y todo lo que existe es lo que han declarado los Tribunales sobre esas materias. De ahí que a lo largo del libro deba hacerse constante referencia a la jurisprudencia y doctrina de los Tribunales (incluidos el Tribunal Europeo de Derechos Humanos y el Tribunal Constitucional, cuya interpretación acerca de las normas relativas a los derechos fundamentales vincula a los tribunales ordinarios: art. 5.1 LOPJ), porque sin ella no se puede conocer de verdad el Derecho procesal penal que se aplica en España.

IV. Como en otros ámbitos del ordenamiento jurídico, también en el Derecho Procesal penal se va abriendo paso la normativa proveniente de la Unión Europea. El hecho de que, en su momento, se apostara por crear en el territorio de la Unión un espacio común de «libertad, seguridad y justicia» (art. 67 TFUE), afecta evidentemente a los procesos penales. La manera de intervenir de la Unión no ha sido la de elaborar un Derecho Penal común y un proceso único para todos los países que la integran (algo que resultaría realmente difícil, dadas las diversas legislaciones y tradiciones jurídicas), sino la de profundizar en la armonización de ciertos tipos penales (los más trascendentes desde la perspectiva comunitaria o vinculados a su funcionamiento), y en la cooperación policial y judicial en la persecución de los delitos. Algunas de las instituciones que se verán más adelante responden a dicho objetivo (como la orden europea de detención y entrega, o la práctica de pruebas y el reconocimiento de sentencias entre países de la Unión); y también sigue esa línea la creación de una Fiscalía Europea, regulada en el Reglamento (UE) 2017/1939, de 12 de octubre de 2017, encargada de investigar y ejercer la acción penal en relación con los delitos que perjudiquen los intereses financieros de la Unión, y que comenzará a funcionar en 2020.

5.  LOS PROCESOS PENALES ORDINARIOS: PROCEDIMIENTO PARA DELITOS GRAVES, PROCEDIMIENTO ABREVIADO Y JUICIO SOBRE DELITOS LEVES

I. Ha sido tradicional clasificar las infracciones penales en tres categorías, atendiendo a su mayor o menor gravedad, y así se hablaba de crímenes, delitos y faltas. Desde el 1 de julio de 2015, la categoría de las faltas ha desaparecido (la denominación de crímenes se abandonó hace tiempo) y ha sido sustituida por la de «delitos leves»: de ahí que el actual art. 13 CP hable ahora de delitos graves, menos graves y leves.

En línea con esta clasificación, la LECrim. actual regula tres procedimientos ordinarios distintos: el denominado «ordinario para delitos graves» (que, como su nombre indica, serviría para tramitar los procesos relativos a los tradicionales crímenes, que serían los castigados con más de nueve años de prisión), el «abreviado» (para delitos castigados con pena privativa de libertad no superior a nueve años, o bien castigados con cualesquiera otras penas de distinta naturaleza bien sean únicas, conjuntas o alternativas, cualquiera que sea su cuantía o duración: art. 757 LECrim.) y el «juicio por delitos leves» (para las infracciones más leves, que son las calificadas por el Código Penal como tales: art. 964 LECrim.).

En su versión original, la LECrim. sólo contemplaba un juicio para delitos (el que ahora se denomina procedimiento ordinario para delitos graves), cuya instrucción se encomendaba a los Jueces de Instrucción y el enjuiciamiento a las Audiencias, con una única posibilidad de recurso, la casación ante el Tribunal Supremo, que no constituía una nueva instancia, al estarle vedada al Alto Tribunal la posibilidad de modificar los hechos declarados probados en la sentencia impugnada. Sin embargo, en los años setenta del pasado siglo se vio la necesidad de articular un nuevo procedimiento que enjuiciara de forma rápida determinados delitos que, o bien tenían prevista una pena leve (menos de seis meses), o bien, aunque conllevaran la imposición de una pena de cierta entidad, permitían una instrucción rápida (siempre que no fueran delitos con pena señalada superior a seis años). Nació así el «procedimiento para el enjuiciamiento oral de delitos dolosos, menos graves y flagrantes» (aprobado por la LO 10/1980, de 11 de noviembre), que preveía entre otras cosas que fuera el mismo Juez de Instrucción que realizaba las diligencias de instrucción quien dictara la sentencia de instancia (aunque en el texto legal las «investigaciones» se encomendaban a la Policía judicial, por lo que pudiera parecer que no existía verdadera instrucción). Dicha sentencia era recurrible en apelación ante la Audiencia Provincial.

Pronto se plantearon varias cuestiones de inconstitucionalidad contra esta ley, al entenderse que la confusión de funciones de instrucción y enjuiciamiento vulneraba el principio del Juez no prevenido. El Tribunal Constitucional declaró inconstitucional el precepto que fijaba la competencia, en su STC 145/1988, de 12 de julio, afirmando que dicha norma contrariaba el derecho a un proceso con todas las garantías (art. 24.2 CE), al no existir en esos procedimientos un enjuiciamiento realizado por Juez imparcial (dado que quien sentenciaba era el mismo que había realizado previamente la instrucción). Ante la laguna legal que se produjo en relación con la tramitación de esos delitos, se aprobó de inmediato una reforma de la LECrim. por la que se introducía el procedimiento penal abreviado (LO 7/1988, de 28 de diciembre) que, con algunas importantes modificaciones introducidas por la Ley 38/2002, de 24 de octubre, sigue vigente en la actualidad.

II. El procedimiento penal se estructura en dos grandes fases. La primera es la fase de instrucción, de carácter preliminar, denominada sumario en el proceso ordinario y diligencias previas en el abreviado, y que se caracteriza porque en ella, por un lado, se investiga acerca del hecho delictivo y de la persona de su autor, y, por otro, se acuerdan las medidas cautelares personales y reales que resulten necesarias para asegurar la posterior celebración del juicio. La segunda es la fase de enjuiciamiento, denominada juicio oral en ambos procedimientos, en la que un órgano judicial decide sobre una hipótesis acusatoria ya formulada y que termina en una sentencia absolutoria o condenatoria para el acusado.

Entre una fase y otra, la doctrina habla de la existencia de una tercera, denominada fase intermedia, que tiene una doble finalidad: por un lado mirar hacia atrás en el tiempo, analizando la labor desarrollada en la fase de instrucción y solicitando a las acusaciones (también a las defensas en el procedimiento ordinario) su opinión acerca de si se han realizado o no todas las diligencias necesarias para poder formular un pronunciamiento acusatorio; y por otro lado, se mira hacia delante, y se pide a las partes que indiquen si creen procedente abrir el juicio oral (cuando existen suficientes elementos para formular una acusación sólida) o, por el contrario, es preferible sobreseer el proceso (bien de forma definitiva, bien provisional).

En el juicio por delitos leves no existe propiamente ni fase de instrucción ni fase intermedia, por lo que directamente se pasa de la querella o la denuncia al acto del juicio: eso es lo que ha permitido que pueda ser conocido directamente por los Jueces de Instrucción sin que resulte infringido el principio de Juez no prevenido.

III. Así pues, en la actualidad, el sistema procesal penal español cuenta con tres procedimientos ordinarios distintos que, aunque comparten la estructura básica, difieren en algunos aspectos esenciales. A ellos hay que añadir otros procedimientos especiales, entre los que destacan el que se refiere a los delitos enjuiciados por el Tribunal del Jurado (que se contiene en su ley propia) y el relativo a los delitos cometidos por menores (que también se regula en su ley especial). Y también hay que reseñar la existencia de los denominados «juicios rápidos», a través de los cuales se enjuician determinados delitos menos graves y leves siempre que se den determinados presupuestos. A todos ellos se hará referencia en páginas posteriores y serán objeto de un tratamiento particularizado.
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El sistema de mediación penal está siendo fuertemente apoyado por la Unión Europea para su implantación en los distintos países que la conforman. A la Recomendación R (99) 19 del Comité de Ministros del Consejo de Europa se ha unido la Decisión Marco del Consejo de la Unión Europea de 15 de marzo de 2001 (2001/220/JA), que fijaba un plazo hasta el 22 de marzo de 2006 para que los Estados miembros procuraran «impulsar la mediación en las causas penales para las infracciones que a su juicio se presten a este tipo de medida». En España, dejando al margen la legislación sobre delitos cometidos por menores, no se ha regulado aún nada relativo a la mediación penal en la LECrim. (aunque ya aparece en los Proyectos de reforma que se han elaborado en estos últimos años: el de 2011 y 2013), pero sí en la reciente Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito, que ha entrado en vigor el 28 de octubre de 2015.

De acuerdo con el art. 15 de dicha Ley, en determinados casos las víctimas podrán acceder a los servicios de justicia restaurativa que reglamentariamente se determinen, con la finalidad de obtener una adecuada reparación material y moral de los perjuicios derivados del delito. Para ello deben cumplirse varios requisitos: que el infractor haya reconocido los hechos esenciales de los que deriva su responsabilidad; que la víctima haya prestado su consentimiento, después de haber recibido información exhaustiva e imparcial sobre su contenido, sus posibles resultados y los procedimientos existentes para hacer efectivo su cumplimiento; que el infractor haya prestado su consentimiento; que el procedimiento de mediación no entrañe un riesgo para la seguridad de la víctima, ni exista el peligro de que su desarrollo pueda causar nuevos perjuicios materiales o morales para la víctima; y que no esté prohibida por la ley para el delito cometido.

Los debates del procedimiento de mediación son confidenciales, estando sujetos los mediadores a secreto profesional, y los interesados pueden revocar su consentimiento a participar en el procedimiento en cualquier momento. El órgano encargado de prestar apoyo a estos servicios de justicia restaurativa son las Oficinas de Asistencia a las Víctimas (art. 29 de la citada Ley 4/2015).
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	Conviene leer a este respecto la Exposición de Motivos de la LECrim., cuyo autor fue el Ministro de Justicia de la época, D. Manuel Alonso Martínez, en la que se justifica esa desigualdad existente al inicio del procedimiento a favor del Estado «para restablecer la igualdad en las condiciones de la lucha», dado que, en ese primer momento, el criminal conoce mejor que el Estado todas las circunstancias de la acción criminal (porque es él quien la ha cometido).
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	Lo que fue declarado conforme a la Constitución por SSTC 186/1990, de 15 de noviembre y 124/1991, de 3 de junio.
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	Este es el sistema de negociación (plea bargaining) característico del proceso penal estadounidense. En este proceso el Fiscal, que ejerce la acción penal en régimen de monopolio y responde de sus decisiones ante los ciudadanos (directa o indirectamente), dispone tanto del derecho a perseguir una conducta (aunque esté tipificada legalmente como delito), como del derecho a acusar por ella en un caso concreto. Indudablemente, este modelo de proceso encuentra su fundamento en la economía procesal, pues ahorra numerosos costes financieros a la Administración de Justicia (en Estados Unidos, nueve de cada diez procesos penales terminan en un acuerdo, sin celebración de juicio); ahora bien, asume el coste social que supone saber que en algunos casos se está condenando a personas inocentes (pero que se declaran culpables ante el miedo de ser condenados injustamente en un juicio a una mayor pena), o se está rebajando la pena a sujetos culpables (pero que se declaran como tales con carácter previo para beneficiarse de la imposición de una pena menor a la que le correspondería por el delito cometido).


	 Ver Texto 




	 (5) 

	El contenido del principio acusatorio se ha ido extendiendo por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional. Así, no sólo se ha entendido que engloba el hecho de que quien acusa no puede juzgar, sino también el consistente en que no se puede acusar a quien no ha sido objeto de acusación penal (STC 67/2008, de 23 de junio), ni por hechos o por delitos distintos a los que han servido de base a la acusación (SSTC 60/2008, de 26 de mayo, 71/2005, de 4 de abril, 228/2002, de 9 de diciembre, entre muchas otras), o que no puede imponerse pena superior a la solicitada por las acusaciones, aunque esté legalmente prevista, y no ya porque no se motive (STC 21/2008, de 31 de enero), sino en todo caso (STC 155/2009, de 25 de junio).


	 Ver Texto 




	 (6) 

	Incluso en nuestra legislación se han ido produciendo avances en el sentido de ir concediendo al Ministerio Fiscal la dirección de la investigación de los delitos. Así, en la reforma de la LECrim. de 1988 que introdujo el procedimiento abreviado, se incorporó un precepto que permitía al Fiscal realizar diligencias de investigación preprocesales de hechos que pudieran ser delictivos. Igualmente, la Disposición final 4.ª de la LO 5/1995, de 22 de mayo, del Tribunal del Jurado, anunciaba que en un futuro próximo se reformarían las leyes procesales penales para establecer «un procedimiento fundado en los principios acusatorio y de contradicción entre las partes, previstos en la Constitución, simplificando asimismo el proceso de investigación para evitar su prolongación excesiva». Y la LO 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, culmina ese recorrido encomendando las facultades instructoras y de investigación de los delitos cometidos por menores al Ministerio Fiscal (art. 23). En esa misma línea de encomendar la investigación de los delitos al Ministerio Público han ido los intentos de reforma del proceso penal español de los últimos años (Anteproyectos de 2011 y 2013).


	 Ver Texto 




	 (7) 

	No obstante, el Tribunal Constitucional se ha pronunciado a este respecto en su STC 174/2001, de 26 de julio, afirmando que el hecho de que un Tribunal dirija la investigación sumarial y ordene de oficio diligencias de investigación no afecta a su imparcialidad, y que sólo se vulnera ésta cuando coinciden en el mismo órgano las funciones de enjuiciamiento y sostenimiento de la acusación. En este sentido, declara que «la posibilidad de que el Juez de Instrucción realice, en la denominada fase previa, una investigación de oficio de hechos que pueden ser constitutivos de delito (es) legal y constitucionalmente posible».


	 Ver Texto 










Capítulo II La competencia de los Tribunales penales

Jesús Zarzalejos Nieto



 1.  EL DERECHO AL JUEZ PENAL ORDINARIO PREDETERMINADO POR LA LEY

El principio de legalidad procesal penal descrito por el art.1 LECrim. dispone que sólo se impondrán penas que estén legalmente previstas «y en virtud de sentencia dictada por Juez competente». La referencia a la competencia judicial se integra, por tanto, en el contenido esencial de la seguridad jurídica a la que sirve el principio de legalidad procesal. Lo que deba entenderse por «Juez competente» está, a su vez, directamente relacionado con el derecho al juez ordinario predeterminado por la ley, previsto por el art. 24.2 de la Constitución.

La STC 47/1983, de 31 de mayo, seguida por otras muchas que la ratificaron, declaró que este derecho:

«…exige, en primer término, que el órgano judicial haya sido creado previamente por la norma jurídica, que ésta le haya investido de jurisdicción y competencia con anterioridad al hecho motivador de la actuación o proceso judicial, y que su régimen orgánico y procesal no permita calificarlo de órgano especial o excepcional».


Precisamente, la interdicción de los tribunales de excepción o ad hoc es la finalidad garantista que representa el derecho al juez ordinario —sometido al estatuto general aplicable a todos los tribunales de la jurisdicción ordinaria— y predeterminado por la ley.

Estos principios de garantía se aplican con especial intensidad en el ámbito penal, donde el Estado despliega su interés en la represión del delito con el ejercicio del ius puniendi y el monopolio de la violencia. Frente a esta capacidad sancionadora del Estado, la predeterminación del órgano judicial, en el sentido constitucional expuesto, actúa como contención a la manipulación política de los Tribunales de Justicia. Por esta razón, las normas sobre jurisdicción y competencia penal —que manifiestan el máximo acto de autoridad del Estado sobre el ciudadano— son totalmente indisponibles y su aplicación es siempre imperativa (art. 8 LECrim.).

2.  LA JURISDICCIÓN INTERNACIONAL DE LOS TRIBUNALES PENALES ESPAÑOLES

I. La determinación de la competencia de los Tribunales penales españoles puede exigir, como primer paso, que concretemos si corresponde al Estado español la jurisdicción para el enjuiciamiento del hecho aparentemente delictivo. La premisa de esta regla de atribución de competencia es que el ejercicio de la jurisdicción es una manifestación de la soberanía del Estado. Por esta razón, la potestad jurisdiccional se limita generalmente a los conflictos producidos en el territorio nacional (art. 23.1 LOPJ).

II. Sin embargo, puede suceder que en los hechos delictivos concurra alguna circunstancia —la nacionalidad del responsable o de la víctima, los bienes jurídicos agredidos o la naturaleza del delito— que justifique la extensión de la jurisdicción penal del Estado español fuera de sus fronteras. Desde principios de la década de los años noventa del siglo pasado, España se convirtió en polo de atracción de una justicia universal que pretendía el enjuiciamiento de delitos cometidos a lo largo del planeta, pese a la inexistencia de una perspectiva razonable de poder sentar a los sospechosos en el banquillo de los acusados. La tendencia acumulativa de querellas por crímenes execrables —Junta militar argentina, Operación Cóndor, Pinochet, Tibet, Ruanda, etc.— derivó en la transformación de la Audiencia Nacional en un investigador histórico, pretiriendo su naturaleza de tribunal penal español sometido a los principios de legalidad penal y seguridad jurídica, y poniendo a España en compromisos diplomáticos (1)  que gobiernos de distinto signo han querido remediar y prevenir con sucesivas reformas de la LOPJ en 2009 y 2014, que pasamos a continuación a analizar.

El régimen legal vigente de la LOPJ procede de la LO 1/2014, de 13 de marzo (2) , y trata la competencia extraterritorial de los tribunales españoles de manera restringida y excepcional, para armonizarla con la soberanía judicial de los Estados extranjeros. Las reglas de la extraterritorialidad están agrupadas en tres principios:


	
1.º  Principio de nacionalidad o personalidad activa (art. 23.2 LOPJ). Los Tribunales españoles juzgan los delitos cometidos en el extranjero por un ciudadano español o por un extranjero nacionalizado con posterioridad al hecho delictivo, y siempre que: a) el hecho también sea delito en el Estado donde se cometió (principio de doble incriminación), salvo que por Tratado o por decisión de una Organización en la que esté integrada España no sea exigible este requisito (3) ; b) el agraviado o el Fiscal interponga denuncia o querella; y c) el delincuente no haya sido ya absuelto, indultado o penado en el extranjero (principio non bis in idem) (4)  o bien no haya cumplido su condena (y si lo hubiera hecho en parte, se le computaría el tiempo ya cumplido para rebajar la que le impusiera el Tribunal español).

	
2.º  Principio real o de protección (art. 23.3 LOPJ). Los Tribunales españoles podrán juzgar, cualquiera que sea la nacionalidad del autor, determinados delitos cometidos en el extranjero y tipificados por la ley española que atenten contra el interés nacional (traición, contra la Corona, rebelión y sedición, falsificaciones, atentados contra autoridades o funcionarios, control de cambios, cometidos por funcionarios españoles y contra la Administración Pública española).

	
3.º  Principio de justicia universal (art. 23.4 LOPJ). Este principio presume la existencia de unos bienes jurídicos universales, cuya protección incumbe a cualquier Estado miembro de la comunidad internacional. La Ley Orgánica 1/2009, de 3 de noviembre, reformó este precepto para consolidar la exigencia de vínculos entre España y el delito cometido en el extranjero. Ante la insuficiencia de la reforma para frenar la incoación de causas por justicia universal, la Ley Orgánica 1/2014, de 13 de marzo, optó por una modificación farragosa del art. 23.4 LOPJ, introduciendo una nómina detallada de delitos universales así como, para cada uno de tales delitos, las condiciones que debían concurrir para su perseguibilidad —que realmente son tratadas como condiciones de jurisdicción— por la Audiencia Nacional: genocidio, lesa humanidad y contra personas o bienes protegidos en caso de conflicto (ap. a); tortura y contra la integridad moral cometidos por funcionario público (ap. b); desaparición forzada (ap. c); piratería, terrorismo, narcotráfico, trata de seres humanos y de inmigración ilegal y contra la seguridad marítima cometidos en espacios marinos (ap. d); terrorismo contra personas, bienes o intereses españoles (ap. e); piratería aérea y contra la seguridad de la aviación civil (aps. f y g); contra la seguridad de materiales nucleares (ap. h); narcotráfico por españoles o con miras a cometerlo en territorio español (ap. i); grupo u organización criminal (ap. j); contra la libertad o indemnidad sexual de menores de edad (ap. k); violencia contra la mujer y violencia doméstica (ap. l); trata de seres humanos vinculada con España (ap. m); corrupción entre particulares o en transacciones internacionales (ap. n); falsificación de productos médicos y contra la salud pública (ap. o); y cualquier otro cuya persecución venga impuesta por un Tratado (ap. p) (5) .



Las condiciones de perseguibilidad de cada delito universal se refieren a la nacionalidad de la víctima (6)  o la localización de los posibles responsables en suelo español, el perjuicio a intereses nacionales, la intención de cometer el delito en España, etc.

Ahora bien, no basta la concurrencia de tales condiciones para consolidar la competencia de los tribunales españoles. Según el apartado 5 del art. 23 LOPJ, que aplica el principio de subsidiariedad, no será posible la persecución en España de esos delitos cuando estén siendo investigados: a) por un tribunal internacional constituido en virtud de Tratado o Convenio suscrito por España o; b) por el Estado del lugar de los hechos o de la nacionalidad del sospechoso, siempre que, en este segundo supuesto, el sospechoso no se encuentre en territorio español o esté pendiente de un procedimiento de extradición al país donde se produjeron los delitos o que corresponda a la nacionalidad de las víctimas o para ponerlo a disposición de un Tribunal Internacional, salvo que la extradición fuera denegada.

Es posible que el Estado extranjero, en el supuesto del apartado b), no quiera, o no pueda por inexistencia o colapso de su administración judicial, ejercer realmente su jurisdicción sobre el sospechoso. España podrá retener el caso siempre que la Sala Segunda del Tribunal Supremo, mediante exposición razonada del Juez o Tribunal correspondiente, compruebe que no hay disposición a actuar contra el sospechoso (7) . Los factores que la Sala Segunda deberá valorar en esta ponderación son: a) si el juicio en el país extranjero sólo pretende sustraer al sospechoso de su responsabilidad penal; b) si tal juicio se ha demorado o se está tramitando de manera incompatible con la intención de hacer comparecer al sospechoso ante la justicia o; c) si la tramitación del juicio se ha realizado sin respeto a los principios de independencia o imparcialidad judicial.

Como consecuencia de una interpretación no pacífica de la Disposición transitoria única de la LO 1/2014 (8) , los Juzgados Centrales de Instrucción de la Audiencia Nacional, al poco tiempo de entrar en vigor dicha ley, dictaron numerosos autos de archivo por sobreseimiento provisional causado por la inconcurrencia de las condiciones de perseguibilidad, principalmente la de no tener a los sospechosos a disposición de la Justicia (exclusión de la persecución «in absentia») o la de considerar la falta de jurisdicción de España para los delitos de narcotráfico cuando el abordaje se ha producido fuera de aguas jurisdiccionales españolas (9) . Aunque la LOPJ y la LECrim. no preveían que las decisiones dictadas por la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional en apelación sobre el archivo de causas por justicia universal fueran revisables en casación ante la Sala Segunda del TS, la doctrina de este órgano considera que «la excepcionalidad y especial importancia de la cuestión, en cuanto que afecta a la extensión espacial de la jurisdicción de los Tribunales del Estado español, hacen razonable que la decisión final corresponda al Tribunal Supremo como órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales (art. 123.1 de la Constitución Española)» [STS 810/2014, de 3 de diciembre]. La Ley 41/2015, de 5 de octubre, ha modificado el art. 848 LECrim. para incluir expresamente en el recurso de casación la impugnación de autos definitivos por falta de jurisdicción dictados en primera instancia o apelación por las Audiencias Provinciales o la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional.

3.  PROCEDIMIENTOS DE COOPERACIÓN PENAL INTERNACIONAL

3.1.  Los procedimientos de extradición

I. La extradición es un procedimiento de cooperación entre Estados que tiene como objeto la reclamación y entrega de un sospechoso o condenado, que se encuentra en el Estado requerido, para ser sometido a juicio o para cumplir condena en el Estado requirente. La iniciación y la resolución del procedimiento de extradición depende de la decisión de cada Gobierno, por lo que, en última instancia, es una cooperación condicionada tanto a factores políticos, como jurídicos. El principio de reciprocidad de trato —atender la solicitud del Estado extranjero en la misma medida en que este atiende las demandas del Estado español— es esencial en la decisión de estos procedimientos. La extradición puede ser pasiva, cuando el Estado español es requerido para entregar al sospechoso o condenado; o activa, cuando es el Estado español el que reclama la entrega.

II. El procedimiento de extradición pasiva tiene un régimen constitucional básico, previsto en el art. 13.3 CE, con tres reglas: 1.ª) el principio de legalidad («La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley»); 2.ª) el principio de reciprocidad; y 3.ª) la exclusión de los delitos políticos, «no considerándose como tales los actos de terrorismo».

El procedimiento de extradición pasiva está regulado por la Ley 4/1985, de 21 de marzo, y sus principales pautas son las siguientes. La competencia objetiva recae en la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional (art. 65.4.º LOPJ) y la instrucción del expediente, en los Juzgados Centrales de Instrucción (art. 88 LOPJ). El procedimiento se inicia a instancia del Estado requirente, que puede remitir la solicitud de extradición por vía diplomática (es decir, al Ministerio de Asuntos Exteriores español) o por comunicación entre los Ministerios de Justicia de ambos países. En caso de urgencia, el Estado requirente puede solicitar la detención preventiva del extraditable (arts. 7 y 8 Ley 4/1985).

Cualquiera que sea la vía por la que comience el procedimiento (diplomática, entre Ministerios de Justicia o por petición urgente de detención), el Ministerio de Justicia tendrá que proponer al Gobierno si procede o no continuar la vía judicial de la extradición (art. 9.3 Ley 4/1985). Se denegará la apertura del procedimiento judicial en los casos previstos por los arts. 2 a 5 de la Ley 4/1985, básicamente: la levedad de la pena o medida de seguridad que pueda imponerse al sospechoso; la nacionalidad española del sujeto requerido o la preferencia del Estado español para juzgarlo; la naturaleza especial del delito (militares, políticos, de prensa o privados); la falta de garantías sobre el trato que recibirá el requerido; la extinción de su responsabilidad criminal, cosa juzgada o concesión de asilo; la motivación religiosa, política o racial de su persecución o condena; la minoría de edad, siempre que resida en España.

Si acuerda la continuidad del procedimiento, el Gobierno remitirá la documentación al Juez Central de Instrucción y se procederá a detener al reclamado, quien será puesto a disposición judicial. Tras una comparecencia ante el Juez instructor, éste aceptará directamente la demanda de extradición si el requerido la consiente; si no la consiente, el Juez resolverá sobre la libertad del detenido y mandará las actuaciones a la Sala de lo Penal (art. 12 Ley 4/1985).

La Sala de lo Penal de la AN, después de celebrar una vista con el reclamado, con su defensor, el Ministerio Fiscal y el representante del Estado requirente, denegará o concederá la extradición mediante auto recurrible únicamente en súplica, que será resuelta por Magistrados distintos de aquellos que emitieron la resolución impugnada (art. 15 Ley 4/1985).

La resolución denegatoria firme es vinculante para el Gobierno (art. 6 I Ley 4/1985). Si la resolución es favorable a la extradición, no será vinculante (art. 18.1 Ley 4/1985) y, en este caso, el Gobierno resolverá en última instancia, pudiendo denegarla, sin recurso alguno, «en el ejercicio de la soberanía nacional, atendiendo al principio de reciprocidad o a razones de seguridad, orden público o demás intereses esenciales para España» (art. 6 II Ley 4/1985). El reclamado al que no se extradite, no obstante, podrá ser expulsado por aplicación de la legislación sobre extranjeros (art. 18.3 Ley 4/1985). Si el Gobierno concede la extradición, ordenará la entrega del reclamado al Estado requirente, fijando las condiciones de lugar y fecha de la misma (art. 19 Ley 4/1985).

La ley también regula supuestos especiales, como la pluralidad de Estados requirentes de extradición contra la misma persona (art. 16 Ley 4/1985), la extradición en tránsito (art. 20) o la ampliación de la extradición para juzgar a la persona entregada por hechos distintos por los que fue estimada la demanda (principio de especialidad, art. 21 Ley 4/1985).

III. El procedimiento de extradición activa. En aquellos casos en que el «reo ausente» se haya fugado a un país extranjero, el Tribunal español que conozca la causa, de oficio o a instancia de parte, puede instar al Gobierno español que solicite su extradición (arts. 824, 828 y 829 LECrim.) al Gobierno del Estado requerido.

El sujeto pasivo de la extradición es cualquier ciudadano español o extranjero contra el que se haya dictado auto de prisión o haya sido condenado en firme por delitos cometidos en España o en el extranjero contra intereses españoles (arts. 825 y 826 LECrim.). Salvo que pueda dirigirse directamente al Gobierno del Estado requerido, el Tribunal pedirá al Gobierno español la extradición cuando lo permita un Tratado, y, si no lo hubiera, el Derecho escrito o consuetudinario del Estado extranjero o, en su defecto, el principio de reciprocidad (arts. 826 y 827 LECrim.). El auto que deniegue la petición de extradición será recurrible; y el que la acuerde será ejecutado mediante la remisión de suplicatorio al Ministerio de Justicia con la documentación de las actuaciones que justifican la solicitud (arts. 830-833 LECrim.).

3.2.  Los procedimientos de cooperación en la Unión Europea. La orden europea de detención y entrega

I. En los últimos años, la Unión Europea ha desarrollado su espacio de libertad, seguridad y justicia en materia penal con la aprobación de numerosas Decisiones Marco y Directivas, las cuales, aun necesitando su transposición a los ordenamientos internos mediante leyes nacionales, han configurado progresivamente un marco de principios de lo que puede llamarse derecho procesal penal europeo.

El Estado español ha refundido la incorporación y actualización de la normativa europea en la Ley 23/2014, 20 de noviembre, de reconocimiento mutuo de resoluciones penales en la Unión Europea, sobre las siguientes materias: a) transmisión, el reconocimiento y la ejecución de los instrumentos de reconocimiento mutuo en la Unión Europea; b) orden europea de detención y entrega; c) imposición de una pena o medida privativa de libertad; d) resolución de libertad vigilada; e) medidas alternativas a la prisión provisional; f) orden europea de protección; g) embargo preventivo de bienes y de aseguramiento de pruebas; h) resoluciones de decomiso; i) imposición de sanciones pecuniarias; j) exhorto europeo de obtención de pruebas.

Además, la Ley Orgánica 7/2014, de 12 de noviembre, incorpora al Derecho español la normativa europea sobre intercambio de información de antecedentes penales y consideración de resoluciones judiciales penales. La Ley 3/2018, de 11 de junio, ha modificado la LO 1/2014 para incorporar la Directiva 2014/41/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 3 de abril de 2014, relativa a la orden europea de investigación en materia penal; también ha introducido nuevas garantías en otros procedimientos europeos de reconocimiento mutuo de resoluciones judiciales, como la orden europea de detención y entrega, a la que nos referimos a continuación.

II. Entre los diversos instrumentos de cooperación intraeuropea en materia penal, destaca por su trascendencia práctica y política (10)  —pues ha sido decisiva para la formación de un espacio común de justicia penal— la orden europea de detención y entrega, conocida como «euro orden». Fue aprobada por la Decisión Marco del Consejo de Ministros de Justicia e Interior de la Unión Europea de 13 de junio de 2002 (modificada por la Decisión Marco 2009/299/JAI del Consejo, de 26 de febrero de 2009) y fue transpuesta al ordenamiento español por dos leyes, la Orgánica 2/2003, de 14 de marzo; y la ordinaria 3/2003, de 14 de marzo, que establece el régimen jurídico de la «euro orden», derogada por la Ley 23/2014.

La orden europea de detención y entrega es un procedimiento basado en el reconocimiento automático y recíproco entre Estados miembros de las resoluciones judiciales que reclamen la entrega de una persona contra la que se pretende ejercer acciones penales o para hacerle cumplir condena por alguno de los delitos identificados por las normas que la regulan. Las características principales de esta «euro orden» son las siguientes: a) sustituye el procedimiento de extradición por un acto de colaboración directa entre órganos judiciales; b) no contempla la revisión de la orden judicial emitida por el Tribunal del Estado de emisión, dado que el sistema se basa en la confianza recíproca entre Estados miembros de la Unión Europea sobre sus procesos penales y regímenes de garantías (11) ; c) no se exige en todo caso la doble incriminación, es decir, que el delito que motive la «euro orden» esté tipificado en ambos Estados, bastando con que sea uno de los previstos en la relación de hechos criminales prevista por el art. 2.2 de la Decisión Marco; y d) no contempla la no entrega de nacionales ni la exclusión de delitos políticos, porque éstos están descartados en la Unión Europea.

La «euro orden» puede ser activa o pasiva. Será activa cuando sea emitida por el órgano judicial español que esté conociendo la causa. Será pasiva cuando sea remitida a España por un órgano judicial de un Estado miembro. En este segundo caso, será competente para tramitar la «euro orden» el Juzgado Central de Instrucción (art. 88 LOPJ).

III. El procedimiento de «euro orden» activa está previsto en los arts. 37 a 46 de la Ley 23/2014. Comenzará con la solicitud del juez español al juez europeo para que detenga y entregue al sujeto reclamado, bien para ejercer acciones penales —en cuyo caso, el Juez sólo emitirá la orden si lo pide el Ministerio Fiscal o la acusación particular—, bien para hacerle cumplir una pena. Además, el Juez español puede solicitar la entrega de medios de prueba o efectos relacionados con el delito. La «euro orden» también puede pretender sólo una entrega temporal, para ejercer acciones penales contra el reclamado, quien, sin embargo, no cumplirá condena en España. En este caso, cumplida la diligencia para la que fue entregado, deberá ser devuelto al país de origen.

IV. Si la «euro orden» es pasiva (arts. 47 a 59 Ley 23/2014), el Juzgado Central de Instrucción la acordará en todo caso cuando el delito imputado sea alguno de los previstos en el apartado 1 del art. 20 Ley 23/2014 y tenga una pena máxima de, al menos, tres años. Tales delitos son los que están exentos de doble incriminación. En los demás casos, el Juzgado podrá condicionar la entrega a la doble incriminación del hecho. No obstante, la Ley 23/2014 prevé dos supuestos en los que el Juzgado denegará la ejecución de la «euro orden»: a) por el principio «non bis in idem»; b) por no tener responsabilidad penal, en atención a su edad. En otros supuestos, la denegación será potestativa (litispendencia en España, nacionalidad española del reclamado, delito cometido fuera del Estado emisor). Un supuesto específico de posible denegación de la «euro orden» es la ausencia del encausado en el procedimiento de origen (art. 49 Ley 23/2014), en cuyo caso se exigen unas garantías concretas de información al reclamado sobre sus derechos en el Estado emisor a instar un nuevo juicio o a interponer recursos contra la resolución dictada en rebeldía.

Una vez detenido el reclamado, el Juzgado Central de Instrucción convocará una audiencia para resolver sobre la entrega, que la acordará en todo caso mediante auto no recurrible si el reclamado la consiente libremente. Si no la consintiera, se celebrará una vista para alegaciones y prueba a la que asistirán el Fiscal y el reclamado —que puede hallarse en prisión o libertad provisional—, asistido por abogado. Celebrada la vista, el Juez dictará auto que será recurrible directamente, y con carácter de urgencia, ante la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional (art. 51.8 Ley 23/2014 y art. 65.4.º LOPJ). Decidida la entrega, esta podrá ser definitiva, sometida o no al principio de especialidad (12) ; temporal, para la práctica de diligencias concretas; o condicionada a la revisión de la condena, en caso de que el reclamado se enfrente a una pena de prisión a perpetuidad.

4.  LA JURISDICCIÓN POR RAZÓN DEL OBJETO. CONFLICTOS DE JURISDICCIÓN Y DE COMPETENCIA

I. En la mayoría de los casos la primera norma competencial que se aplica es la que regula la jurisdicción por razón del objeto. Este tipo de normas atiende a la naturaleza jurídica del conflicto para identificar el orden de la jurisdicción ordinaria al que debe ser atribuido. En el ámbito penal, la extensión de la jurisdicción está sometida a tres clases de límites.

II. En primer lugar, los límites objetivos (¿qué juzgan los órganos penales?), que acotan las materias atribuidas a los Tribunales españoles del orden penal, que son «las causas y juicios criminales, con excepción de los que correspondan a la jurisdicción militar» (arts. 9.3 LOPJ y 10 LECrim.). Es decir, juzgan las responsabilidades derivadas de la comisión de hechos que el Código Penal califica como delitos. Esta norma de atribución de jurisdicción a favor de los Tribunales penales está protegida, con carácter general, por el deber de todo órgano judicial de revisar de oficio su propia jurisdicción (art. 9.6 LOPJ), y, con carácter especial, por a) el carácter devolutivo que tienen en todo caso las cuestiones prejudiciales penales (art. 10.2 LOPJ), y b) la declaración de preferencia a favor del orden penal frente a cualquier otro orden jurisdiccional (art. 44 LOPJ).

III. En segundo lugar, se encuentran los límites subjetivos (¿a quiénes juzgan los órganos penales?), que tienen como regla general la sumisión de todos los ciudadanos españoles y extranjeros residentes en España a los Tribunales penales españoles. Esta regla, basada en el principio de igualdad (art. 14 CE), tiene excepciones contempladas por la Constitución, como la inviolabilidad absoluta del Rey (art. 56.3 CE), o la relativa de los Diputados y Senadores (art. 71.1) «por las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus funciones». Los Estatutos de Autonomía han extendido este privilegio a los parlamentarios autonómicos. Ahora bien, la inviolabilidad parlamentaria no incluye todo acto o pronunciamiento de un parlamentario —ruedas de prensa, artículos, actos electorales—, sino sólo aquellos en los que está desempeñando oficialmente su función representativa (13) . Igualmente, los Magistrados del Tribunal Constitucional son inviolables por las manifestaciones emitidas en el ejercicio de sus funciones (art. 22 Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre) (14) .

Existen también otros privilegios que condicionan el ejercicio de la jurisdicción penal, en consideración a la función pública que desarrolla el sospechoso, como: a) la inmunidad parlamentaria (art. 71.2 CE (15) ), en virtud de la cual, los Diputados y Senadores «sólo podrán ser detenidos en caso de flagrante delito» y «no podrán ser inculpados ni procesados sin la previa autorización de la Cámara respectiva» (esta autorización se denomina suplicatorio (16) ); y b) la iniciativa del pleno del Congreso de los Diputados (a propuesta de la cuarta parte de los diputados y aprobada por mayoría absoluta) para acusar al presidente del Gobierno o a cualquiera de sus miembros por delitos de traición o contra la seguridad del Estado en el ejercicio de sus funciones (art. 102.1 CE).

Por otro lado, determinadas autoridades extranjeras gozan también de inmunidad de jurisdicción y ejecución ante los Tribunales españoles (art. 21.2 LOPJ), como jefes de Estado y de Gobierno y representantes diplomáticos y consulares (17) , así como integrantes de organizaciones internacionales a las que pertenece España (Naciones Unidas, OTAN, Consejo de Europa). Este régimen de privilegios e inmunidades de autoridades extranjeras está previsto por la Ley Orgánica 16/2015, de 27 de octubre.

IV. En tercer y último lugar, los límites territoriales se resumen en el llamado principio de territorialidad, por el que los Tribunales penales españoles conocen «las causas por delitos y faltas cometidos en territorio español o cometidos a bordo de buques o aeronaves españoles, sin perjuicio de lo previsto en los tratados internacionales en los que España sea parte» (art. 23.1 LOPJ), con las matizaciones que ya se indicaron al tratar la competencia internacional.

V. Puede suceder que la Administración Pública o la jurisdicción militar reclame a un Tribunal de la jurisdicción penal ordinaria el conocimiento de un asunto que esté investigando o juzgando, o a la inversa (conflicto positivo). Pero también cabe que ninguna de tales jurisdicciones quiera asumir el asunto (conflicto negativo). En uno y otro caso, se produce un conflicto de jurisdicción, previsto por los arts. 38 a 40 LOPJ y por la Ley Orgánica 2/1987, de 18 de mayo, de Conflictos de Jurisdicción. La decisión final corresponde a un órgano colegiado formado siempre por el Presidente del Tribunal Supremo y, además: 1.º) cuando enfrente a la Administración Pública con la jurisdicción ordinaria, por dos Magistrados de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo y tres Consejeros permanentes de Estado; 2.º) cuando enfrente a la jurisdicción militar con la jurisdicción penal, por dos Magistrados de la Sala de lo Militar del Tribunal Supremo y otros dos Magistrados de su Sala Segunda.

VI. También es posible que pueda suscitarse una disputa positiva o negativa entre un Tribunal penal y un Tribunal de otro orden de la jurisdicción ordinaria. En este caso nos hallamos ante un conflicto de competencia (arts. 42 a 50 LOPJ), que resolverá una Sala especial del Tribunal Supremo, integrada por su Presidente y por dos Magistrados, uno de la Sala de lo Penal y otro, de la Sala correspondiente al orden jurisdiccional enfrentado. Estos conflictos tienen la limitación establecida por el art. 44 LOPJ que dispone que «el orden jurisdiccional penal es siempre preferente. Ningún Juez o Tribunal podrá plantear conflicto de competencia a los órganos de dicho orden jurisdiccional».

5.  LA ORGANIZACIÓN DE LA JURISDICCIÓN PENAL ESPAÑOLA

La jurisdicción penal está integrada por una gran diversidad de Tribunales, que vamos a exponer citando, en primer lugar, los órganos unipersonales y colegiados con competencia territorial limitada, y a continuación los que componen la Audiencia Nacional, refiriéndonos en último lugar los órganos penales del Tribunal Supremo.

5.1.  Órganos penales de competencia territorial limitada

I. Los órganos unipersonales (servidos por un solo Juez o Magistrado) con competencia territorial limitada son los siguientes:


	
a)  Juzgados de Paz. Su titular no pertenece a la Carrera Judicial, no precisa tener la licenciatura en Derecho y es elegido por el pleno del Ayuntamiento correspondiente, aunque su nombramiento corresponde a la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia. Ejercen en un municipio donde no exista Juzgado de Primera Instancia e Instrucción, o de Instrucción (arts. 99 a 103 LOPJ).

	
b)  Juzgados de Instrucción, o de Primera Instancia e Instrucción (estos últimos están dotados de competencias mixtas, civiles y penales). Su competencia territorial se extiende al partido judicial y tendrán la sede en su capital (art. 84 LOPJ).

	
c)  Juzgados de Violencia sobre la Mujer. Su ámbito territorial es el partido judicial, aunque es posible que abarque más de uno (art. 87 bis LOPJ).

	
d)  Juzgados de lo Penal. Su ámbito territorial es el de la provincia, pero podrá ser limitado a uno o varios de sus partidos judiciales (art. 89 bis 1 LOPJ).

	
e)  Juzgados de Vigilancia Penitenciaria. Con carácter general extienden su competencia a la provincia, pero puede ser ampliada a dos o más provincias de una misma Comunidad Autónoma o limitada a un ámbito inferior provincial (art. 94.1-3 LOPJ).

	
f)  Juzgados de Menores. Su extensión territorial es similar a la de los Juzgados de Vigilancia Penitenciaria (art. 96.1 LOPJ).



II. Los órganos colegiados (compuestos por varios Magistrados, tres o cinco, en el caso de los Tribunales profesionales) con competencia territorial limitada son los siguientes:


	
a)  Audiencias Provinciales. Extienden su competencia al ámbito de la provincia. Están integradas por secciones, que son los órganos que ejercen la potestad jurisdiccional y que excepcionalmente pueden tener su sede fuera de la capital de la provincia (art. 80.1-2 LOPJ).

	
b)  Salas de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia. El TSJ culmina la organización judicial en la comunidad autónoma (art. 152.1 CE) y extiende su jurisdicción al ámbito territorial de la misma (arts. 70 y 71 LOPJ).

	
c)  Tribunal del Jurado. Se constituye en el ámbito de la Audiencia Provincial (art. 83 LOPJ), pero, excepcionalmente, podrá funcionar en el ámbito de tribunales superiores cuando juzgue a personas aforadas (art. 1.3 Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo).



5.2.  La Audiencia Nacional

La Audiencia Nacional es un conjunto de Tribunales unipersonales y colegiados, integrados en los órdenes penal, social y contencioso-administrativo, que extienden su jurisdicción a todo el territorio nacional (arts. 62 y 64 LOPJ). En el ámbito penal, sus Tribunales son los siguientes:


	
a)  Los órganos unipersonales penales de la Audiencia Nacional son los Juzgados Centrales de Instrucción (art. 88 LOPJ), los Juzgados Centrales de lo Penal (art. 89 bis 3 LOPJ), los Juzgados Centrales de Vigilancia Penitenciaria (art. 94.4 LOPJ) y los Juzgados Centrales de Menores (art. 96.2 LOPJ).

	
b)  Los órganos colegiados penales de la Audiencia Nacional son la Sala de lo Penal, integrada actualmente por cuatro Secciones (art. 65 LOPJ), y la Sala de Apelación (art. 64 bis LOPJ).



5.3.  El Tribunal Supremo

El Tribunal Supremo es el órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes, salvo en materia de garantías constitucionales (art. 123 CE) y tiene jurisdicción en todo el territorio nacional (art. 53 LOPJ). En el orden penal cuenta con dos órganos, la Sala Segunda o de lo Penal (arts. 55 y 57 LOPJ) y la Sala especial del art. 61 LOPJ, que es un órgano con competencias jurisdiccionales de diversa naturaleza.

6.  LA COMPETENCIA OBJETIVA

Una vez que el asunto, por su naturaleza delictiva, está atribuido al orden jurisdiccional penal, el siguiente paso es la determinación del órgano que va a juzgarlo en primera instancia, es decir, el que dictará la primera sentencia, siempre que el proceso llegue a la fase de vista oral. Las normas que se encargan de esta determinación son las de competencia objetiva, también aplicables a la determinación del órgano que ha de resolver en procedimientos o incidentes que no juzguen la acción penal. Estas normas se dividen en tres categorías y deben aplicarse por el orden que se refiere a continuación, en el que destacaremos las principales materias atribuidas a cada Tribunal.

6.1.  Competencia objetiva por razón de la persona

En primer lugar, la ley establece que sean determinados Tribunales distintos de los comunes, y superiores a estos en la organización jurisdiccional, los que conozcan de aquellos procesos penales que se imputan a determinadas personas. La competencia objetiva se fija en este caso atendiendo al cargo o la función pública que ejerce el sujeto investigado. Este primer criterio especial se denomina aforamiento, un privilegio que la Constitución, la LOPJ y otras leyes, como los Estatutos de Autonomía, reconocen a determinadas personas, únicamente por el cargo o función pública que ejercen, para ser juzgados por un Tribunal distinto y superior del que les correspondería por aplicación de las normas de competencia objetiva común. Como tales aforamientos implican un trato diferenciado que afecta al principio de igualdad ante la ley (art. 14 CE), deben aplicarse restrictivamente, aunque la LOPJ no siempre los limita a los hechos cometidos en el ejercicio de sus funciones (véase art. 57.1.2.º LOPJ para los aforados ante la Sala Segunda del TS). No obstante, cuando se deja de desempeñar el oficio o cargo, se pierde también el aforamiento (STC 22/1997, de 11 de febrero), salvo que la renuncia se produzca después de que el Tribunal haya abierto la fase de juicio oral, según Acuerdo de 2 de diciembre de 2014 del Pleno no jurisdiccional de la Sala Segunda del TS (aplicado por STS 869/2014, de 10 de diciembre).

Los principales aforamientos son los siguientes:


	
a)  Juzgados de Instrucción (o de Primera Instancia e Instrucción). Conocen los delitos leves por miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado (salvo que competan a la jurisdicción militar, art. 8.1.º III LO 2/1986). Desde la reforma del Código Penal por la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, este aforamiento carece de especialidad, porque todos los delitos leves son competencia objetiva de los Juzgados de Instrucción.

	
b)  Audiencias Provinciales. Juzgan las causas por delitos graves y menos graves cometidos por miembros de las FCSE (art. 8.1.º II LO 2/1986), según la interpretación dada por la STC 55/1990, de 28 de marzo.

	
c)  Sala de lo Civil y Penal de los Tribunales Superiores de Justicia de las Comunidades Autónomas. Juzgan las causas por delitos —incluidos los leves— cometidos por Jueces, Magistrados y Fiscales en el ejercicio de su cargo en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma y por quienes sean aforados por los Estatutos de Autonomía [art. 73.3 a) y b) LOPJ].

	
d)  Sala Segunda del Tribunal Supremo. Le corresponde el enjuiciamiento de «las acciones (…) penales contra la Reina consorte o el consorte de la Reina, la Princesa o Príncipe de Asturias y su consorte, así como contra el Rey o Reina que hubiere abdicado y su consorte» (art. 55 bis LOPJ). También conocerá las causas contra las principales autoridades del Estado (Senadores y Diputados, Presidente y miembros del Gobierno, Presidente y Magistrados del Tribunal Constitucional, Presidente y Vocales del Consejo General del Poder Judicial, Fiscal general, Defensor del Pueblo, Presidentes y Magistrados de los TSJ y de la Audiencia Nacional, etc.) [art. 57.1, ap. 2.º y 3.º LOPJ]. Igualmente puede juzgar delitos cometidos por autoridades autonómicas fuera del ámbito territorial de su Comunidad Autónoma, según disponga su propio Estatuto.

	
e)  Sala especial del Tribunal Supremo (art. 61 LOPJ). Este órgano tiene competencia para juzgar las causas penales contra Presidentes de Sala o contra Magistrados de una Sala, sean todos o la mayoría de ellos.

	
f)  Cuando el delito imputado al aforado corresponda al Tribunal del Jurado, este órgano se constituirá en el Tribunal profesional al que corresponda el aforamiento (art. 1.3 LOTJ), salvo que se trate de aforamientos previstos por la Constitución ante el Tribunal Supremo.



6.2.  Competencia objetiva por razón de la materia

Si no existe persona aforada a quien se impute un hecho delictivo, entonces hay que comprobar si el tipo de delito que se investiga tiene asignado un tribunal distinto del que sería competente si se aplicara la regla general de competencia por razón de la gravedad de la pena. Por consiguiente, este segundo criterio especial atiende a las circunstancias del delito, tales como el bien jurídico lesionado, la edad del autor o la finalidad de aquél. También pueden integrarse en esta categoría de competencia las normas que atribuyen determinados procedimientos incidentales, como el habeas corpus:


	
a)  Juzgados de instrucción (o de Primera Instancia e Instrucción). Les están atribuidos los procedimientos de habeas corpus, las órdenes de protección a víctimas de violencia de género, cuando estas no puedan ser dictadas por el Juzgado de Violencia sobre la Mujer, emisión y ejecución de instrumentos europeos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales [art. 87.1, letras d), f), g), h) LOPJ].

	
b)  Juzgados de Violencia sobre la Mujer. Tienen competencia para emitir órdenes de protección, para el conocimiento y fallo de los delitos leves en caso de violencia sobre la mujer o doméstica y para la emisión y ejecución de los instrumentos europeos de reconocimiento mutuo de resoluciones penales [art. 87.ter 1, letras c), d) y f) LOPJ y art. 14.1 y 5 LECrim.].

	
c)  Juzgados de lo Penal. Tienen competencia para el reconocimiento y ejecución de las resoluciones europeas que impongan sanciones pecuniarias (art. 89.bis 2 LOPJ).

	
d)  Juzgados de Menores. Les corresponden los juicios por delitos cometidos por personas que, en el momento de la comisión, son menores de 18 años y mayores de 14 (arts. 97 LOPJ, 19 CP y 1 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores).

	
e)  Juzgados de Vigilancia de Penitenciaria. Les corresponde el control jurisdiccional de la ejecución de las penas privativas de libertad y, en general, del tratamiento penitenciario del recluso (art. 94.1 LOPJ y art. 76 Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria).

	
f)  Audiencia Nacional. La competencia objetiva de los órganos penales de la Audiencia Nacional se basa exclusivamente en el criterio de la materia —y es «excepcional» (FJ 9, STS 111/2010, de 24 de febrero)—, de tal manera que las Secciones de la Sala de lo Penal, el Juzgado Central de lo Penal y el Juzgado Central de Menores sólo conocen de los delitos que les están expresamente atribuidos por el art. 65.1.º LOPJ (contra el titular de la Corona, Altos Organismos de la Nación y forma de Gobierno; falsificación de moneda, delitos monetarios y de control de cambio; delitos económicos especialmente graves; tráfico de drogas y fraudes, cometidos por bandas o grupos organizados y con efectos en lugares pertenecientes a diversas Audiencias; delitos cometidos en el extranjero) y por la Disposición Transitoria de la Ley Orgánica 4/1988, de 25 de mayo, de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (delitos de terrorismo).La distribución de competencia entre la Sala de lo Penal y los Juzgados Centrales de lo Penal sobre los delitos antes reseñados se determina en función de la gravedad de la pena prevista cada uno de ellos, con las mismas reglas establecidas para los Juzgados de lo Penal y las Audiencias Provinciales (art. 14.3.º y 4.º LECrim., véase epígrafe 6.3, infra). La competencia objetiva del Juzgado Central de Menores resultará de la minoría de edad de los responsables de los delitos atribuidos a la Audiencia Nacional. El Juzgado Central de Vigilancia Penitenciaria asume las competencias propias de este órgano en relación con las condenas impuestas por los tribunales penales de la Audiencia Nacional, aunque el recluso cumpla condenas impuestas por otros tribunales (art. 94.4 LOPJ).

La Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional también es competente para los procesos penales iniciados en el extranjero, la ejecución de sentencias extranjeras, las cuestiones de cesión de jurisdicción, las cuestiones de competencia penal derivadas de Tratados en los que España sea parte y los procedimientos de decomiso autónomo por los delitos de su competencia (art. 65, ap. 2.º, 3.º y 7.º LOPJ).



	
g)  Tribunal del Jurado. Este órgano jurisdiccional, formado por nueve jueces legos y presidido por un Magistrado de carrera, juzga en el ámbito de la Audiencia Provincial las causas incoadas por los delitos previstos por el art. 1.º de la Ley Orgánica 5/1995, de 22 de mayo (homicidios, asesinatos, amenazas, allanamiento de morada, incendios forestales, tráfico de influencias, malversación de caudales públicos, etc.). Quedan excluidos los delitos que sean competencia de la Audiencia Nacional (art. 1.º.3 LO 5/1995) y los aforamientos atribuidos por la Constitución a la Sala Segunda del Tribunal Supremo (de los Diputados y Senadores, art. 71.3 CE; del Presidente del Gobierno y sus ministros, art. 102.1 CE).



6.3.  Competencia objetiva por razón de la cuantía

Si no existe norma de competencia objetiva por razón de la persona, ni por razón de la materia que atribuya el conocimiento del proceso a un tipo de Tribunal determinado, la competencia para conocer en primera instancia se fija atendiendo a la gravedad de la infracción delictiva, que viene determinada por el grado máximo de la pena abstracta prevista para el delito. En consecuencia, cabe ordenar la competencia según tal criterio de la siguiente manera:


	
a)  Juicios por delitos leves. La competencia objetiva común por delitos leves se reparte entre los Juzgados de Instrucción (18)  (arts. 13.4 CP (19) , 87.1 c) LOPJ y 14.1.º LECrim.) (20) , y los Juzgados de Violencia sobre la Mujer (arts. 87 ter.1 d) LOPJ y 14.1.º LECrim.).

	
b)  Juicios por delitos graves y menos graves. La competencia objetiva común por delitos se distribuye entre: 1.º) Los Juzgados de Instrucción dictarán sentencias de conformidad en los procedimientos para el enjuiciamiento rápido cuando se hallen en funciones de guardia (art. 87.1 b) LOPJ y arts. 14.3 y 801 LECrim.). 2.º) Los Juzgados de lo Penal, que conocen las causas por delitos castigados con pena no superior a cinco años de prisión (21)  o con pena de multa cualquiera que sea su cuantía, o con penas de otra naturaleza con una duración no superior a diez años, así como los delitos leves conexos (arts. 89 bis.2 LOPJ y 14.3.º LECrim.); 3.º) Las Audiencias Provinciales, que conocen las causas por delitos castigados con penas superiores a las anteriores (arts. 82.1 a LOPJ y 14.4.º LECrim.).



7.  LA COMPETENCIA FUNCIONAL

I. La competencia objetiva determina el órgano que va juzgar en primera o única instancia la causa criminal —o resolver cualquier procedimiento que no tenga por objeto la acción penal—, pero a lo largo de un proceso hay que resolver cuestiones distintas a la de fondo —es decir, la absolución o la condena del acusado— e intervienen órganos que pueden ser diferentes a los que tienen que dictar la primera sentencia. Las normas que regulan la atribución de estas tareas también jurisdiccionales son las de competencia funcional, cuya concreción es inmediata a la determinación del órgano con competencia objetiva. Por ejemplo, si el delito va a ser juzgado por la Audiencia Provincial de Madrid (competencia objetiva), sabemos que la instrucción del sumario o de las diligencias previas corresponderá a un Juzgado de instrucción (competencia funcional) de esta Comunidad Autónoma, el cual, a su vez, vendrá determinado por el lugar donde se cometió el hecho delictivo (competencia territorial); y también sabemos que el recurso devolutivo contra la sentencia que dicte la Audiencia Provincial de Madrid en este caso es el de apelación ante la Sala de lo Civil y Penal del TSJ de Madrid (competencia funcional).

II. En el proceso penal, las normas de competencia funcional pueden agruparse en los siguientes epígrafes:


	
a)  Para la instrucción de las causas por delito. Como regla general, esta función corresponde a los Juzgados de Instrucción o Centrales de Instrucción (arts. 87.1 ap. A) y 88 LOPJ), pero cuando el sospechoso es un aforado, el Tribunal de aforamiento designará de entre sus Magistrados a uno para que asuma la instrucción, que no formará parte de la Sala que enjuicie el caso (arts. 57.2, 61.2 y 73.4 LOPJ). Si el delito es de los que se califican como violencia doméstica o contra la mujer, la competencia corresponde al Juzgado de Violencia sobre la Mujer [arts. 87 ter.1 a) y b) LOPJ y 14.5.º a) y b) LECrim.].

	
b)  Para los recursos. Hay que diferenciar si los recursos contra resoluciones judiciales son no devolutivos o devolutivos: 1.º) No devolutivos. Son los resueltos por los mismos órganos que han dictado la resolución impugnada. Los órganos unipersonales tienen competencia para resolver los recursos de reforma; y los colegiados, los de súplica. 2.º) Devolutivos. Son los que resueltos por los órganos funcionalmente superiores al que dictó la resolución. Pueden diferenciarse las siguientes competencias: a) El recurso de apelación corresponderá: (i) a la Sala de lo Civil y Penal de los TSJ, contra la sentencias dictadas en primera instancia por las Audiencias Provinciales [art. 73.3, c) LOPJ y art. 846 ter LECrim.] y por los Tribunales del Jurado (art. 846 bis a LECrim.); (ii) a la Audiencia Provincial, contra las resoluciones por los Juzgados de Instrucción, de lo Penal, de Violencia Sobre la Mujer, de Vigilancia Penitenciaria y de Menores (art. 82.1, ap. 2.º a 6.º LOPJ); (iii) a la Sala lo Penal de la Audiencia Nacional, contra las resoluciones dictadas por los órganos unipersonales (art. 65.5.º y 6.º LOPJ); y a la Sala de Apelación de la Audiencia Nacional, contra resoluciones dictadas en primera instancia por su Sala de lo Penal (arts. 64 bis.1 LOPJ y 846 ter 1 LECrim.); (iv) a los Juzgados de Instrucción, contra las resoluciones de los Juzgados de Paz [art. 87.1 e) LOPJ]. b) El recurso de casación corresponde a la Sala Segunda del Tribunal Supremo (art. 57.1.1.º LOPJ). c) El recurso de queja corresponderá al Tribunal competente para resolver el recurso de apelación o casación (art. 219.II LECrim.).En cuanto a las decisiones del Letrado de la Administración de Justicia, será de su competencia la resolución de los recursos de reposición contra las diligencias de ordenación y los decretos para los que la ley no prevea recurso de revisión directo (art. 238 bis LECrim.). El recurso de revisión contra decretos del Letrado de la Administración de Justicia se interpondrá ante el Juez o Tribunal con competencia funcional en la fase del proceso en la que haya recaído la resolución (art. 239 ter LECrim.).



	
c)  Para las cuestiones de competencia (22) . La competencia funcional recae en el órgano superior común a los órganos enfrentados (arts. 51.1 LOPJ y 20 LECrim.) (23) , con la limitación previa de que un órgano inferior no podrá cuestionar la competencia de un superior, y a éste le bastará con reclamarla del inferior, después de oír a las partes y al Fiscal (art. 52 LOPJ). Por ejemplo, la Sala de lo Civil y Penal del TSJ conoce las cuestiones de competencia entre órganos de la Comunidad Autónoma que no tengan otro superior común (24)  [art. 73.3 d) LOPJ]; y la Audiencia Provincial, las cuestiones entre Juzgados de la misma provincia [art. 82.5 a) LOPJ].

	
d)  Para la ejecución de sentencias. En este caso hay que distinguir el tipo de procedimiento: 1.º) En los juicios por delitos leves, es competente el «órgano que haya conocido del juicio» (art. 984 LECrim.). 2.º) En los juicios por delito grave y menos grave, será competente el Juzgado de lo Penal para las sentencias dictadas por el Juzgado de Instrucción; en los demás casos, el órgano que dictó la sentencia que sea firme, salvo que ésta haya sido dictada en casación por la Sala Segunda del Tribunal Supremo, en cuyo caso la ejecutará el Tribunal cuya sentencia fue recurrida (arts. 794, 985 y 986 LECrim.).



8.  LA COMPETENCIA TERRITORIAL

I. Las competencias objetiva y funcional determinan categorías de órganos jurisdiccionales a los que se les atribuye determinadas funciones jurisdiccionales. Pero, como quiera que hay una pluralidad de órganos en cada una de esas categorías, es preciso un nuevo trámite de determinación, que requiere aplicar las normas de competencia territorial. A diferencia del proceso civil dispositivo, en el proceso penal los fueros territoriales son imperativos, es decir, escapan a la capacidad de selección de las partes. Como norma general, el fuero penal es el lugar donde se comete el delito («forum delicti comissi», art. 14 LECrim.), aunque no siempre esta regla resuelve el problema de la competencia territorial, por lo que la jurisprudencia del Tribunal Supremo aconseja atender de forma casuística a las características de la acción delictiva y establece criterios para cada supuesto, por ejemplo, si es un delito de acción o de omisión, si es de resultado o de mera actividad, si es de tracto sucesivo o de tracto único, consumado o intentado (25) .

II. Aplicando el anterior criterio, el art. 14 LECrim. dispone que será competente para la instrucción el Juez de Instrucción «del partido en que el delito se hubiera cometido» (ap. 2.º). En los delitos que instruya el Juez de Violencia sobre la Mujer, la competencia corresponderá al del lugar del domicilio de la víctima (art. 15 bis). Tratándose del enjuiciamiento de delitos, la regla del «forum delicti comissi» se aplica igualmente a Juzgados de lo Penal y Audiencias Provinciales, y, en el ámbito de éstas, al Tribunal del Jurado, (ap. 3.º y 4.º) (26) .

III. Si no consta el lugar de comisión del delito —y hasta que éste sea identificado—, el art. 15 LECrim. establece cuatro fueros que se aplican por orden preferente para determinar la competencia territorial: 1.º) donde se hayan descubierto pruebas materiales del delito; 2.º) donde se haya detenido al sospechoso; 3.º) donde resida el sospechoso; y 4.º) donde radique el órgano judicial que primero tuviera noticia del delito.

9.  ALTERACIÓN DE LAS COMPETENCIAS OBJETIVA Y TERRITORIAL POR LA CONEXIÓN DE DELITOS

I. Las reglas de competencia vistas hasta ahora se aplican normalmente sin dificultad cuando se enjuicia un único hecho delictivo. Sin embargo, puede suceder que existan varios hechos delictivos con vínculos entre sí de tal naturaleza que aconsejan un proceso único para todos ellos. Tales vínculos constituyen la conexión delictiva, que sólo es relevante a efectos competenciales cuando, por la «continencia de la causa», desaconseja juzgar separadamente los hechos delictivos relacionados entre sí. La experiencia ha demostrado que la conexión delictiva provoca la formación de «macrocausas» que desbordan la capacidad de gestión del órgano instructor, se prolongan desproporcionadamente y tienen efectos contrarios a los que se pretenden, porque causan dilaciones indebidas que atenúan la pena del delincuente o prescripciones de los delitos menos graves o leves, además de mantener a las víctimas y a los investigados en un estado de incertidumbre incompatible con el principio de seguridad jurídica.

II. La Ley 41/2015, de 5 de octubre, ha modificado sustancialmente el régimen de la conexión delictiva, empezando por derogar el art. 300 LECrim., según el cual «Cada delito de que conozca la Autoridad judicial será objeto de un sumario. Los delitos conexos se comprenderán, sin embargo, en un solo proceso». El nuevo art. 17 LECrim. mantiene la regla de que «cada delito dará lugar a la formación de una única causa». Ahora bien, la conexión permitirá la investigación y enjuiciamiento conjuntos de los hechos conexos «salvo que suponga excesiva complejidad o dilación para el proceso». La finalidad de este precepto es facilitar a los Jueces de Instrucción el despiece de una causa que, si se mantuviera unificada, se haría inabarcable en tiempo y volumen. Dicho de otra forma, aunque haya conexión entre los hechos delictivos, no siempre estará justificado el tratamiento unitario de todos ellos.

III. El apartado 2 del art. 17 LECrim. establece los casos de conexión entre delitos que, con las salvedades expuestas, aconsejan su reunión en el mismo proceso: 1.º los cometidos por dos o más personas reunidas; 2.º los cometidos por dos o más personas en distintos lugares o tiempos si hubiera precedido concierto para ello; 3.º los cometidos como medio para perpetrar otros o facilitar su ejecución; 4.º los cometidos para procurar la impunidad de otros delitos; 5.º los delitos de favorecimiento real y personal y el blanqueo de capitales respecto al delito antecedente; 6.º los cometidos por diversas personas cuando se ocasionen lesiones o daños recíprocos.

También se juzgarán conjuntamente, salvo que resulte una excesiva complejidad o dilación para el proceso, los delitos no conexos cometidos por la misma persona si es conveniente para la investigación y para la prueba de los hechos y las responsabilidades personales, siempre que los delitos tengan analogía o relación entre sí, sean de la competencia del mismo órgano judicial y lo solicite el Ministerio Fiscal, (art. 17.3 LECrim.).

III. Si la conexión entre delitos permitiera fundar la competencia de diversos Juzgados y Tribunales, se aplicarán —y por su orden— las reglas del art. 18 LECrim. para determinar el competente, que lo será: 1.º) el del lugar donde se haya cometido el delito castigado con mayor pena; 2.º) a igual pena, el que primero comenzara la instrucción de la causa; 3.º) si no consta quién empezó a instruir el primero o todos lo hicieron a la vez, el que designe el superior común. Con carácter preferente a todos estos criterios, se considerará competente al Juzgado del partido judicial donde tenga su sede la Audiencia provincial, siempre que la conexión sea la del art. 17.2.º LECrim., que todos los delitos conexos se hayan cometido en la provincia y, además, que alguno de estos delitos haya sido perpetrado en el citado partido judicial.

Cuando alguno de los investigados sea aforado, el Tribunal de aforamiento extenderá su competencia al resto de posibles responsables de los delitos conexos (art. 272. LECrim.). También producirá un efecto atractivo similar la conexión con delitos que sean competencia de la Audiencia Nacional (art. 65.1 LOPJ) o del Tribunal del Jurado (art. 5.2 LOTJ), en este último caso conforme a las reglas aprobadas por los Plenos no jurisdiccionales de la Sala Segunda del Tribunal Supremo, de 20 de enero y 23 de febrero de 2010 y de 9 de marzo de 2017.

10.  TRATAMIENTO PROCESAL DE LA COMPETENCIA PENAL

I. La competencia en el proceso penal no siempre queda consolidada desde su incoación, porque puede verse afectada por la aparición, durante la instrucción, de nuevos hechos delictivos o de nuevos sospechosos, incluso por la formulación de nuevas calificaciones jurídicas antes del juicio oral. La variación de la competencia penal, a la vista de los nuevos datos, viene impuesta, además, por su carácter improrrogable (art. 8.º LECrim.), por el derecho de las partes al Juez ordinario predeterminado por la ley (art. 24.2 CE) y para evitar la nulidad de las actuaciones (art. 238.1 LOPJ) (27) .

Ya hemos visto anteriormente qué órganos resuelven las cuestiones de competencia entre Tribunales penales. Están legitimados para promover tales cuestiones tanto los propios órganos jurisdiccionales como el Ministerio Fiscal y las demás partes personadas (art. 19 LECrim.).

II. Comenzando con el tratamiento procesal de oficio, debe señalarse que, durante la fase de instrucción, cualquier disputa que se plantee (sea positiva o negativa) entre Jueces instructores sobre su propia competencia, y siempre que no la resuelvan entre ellos, será decidida por el superior común, sin ulterior recurso. También el Ministerio Fiscal o cualquiera de las partes personadas podrá dirigirse al Tribunal superior para plantearle la incompetencia del juzgado instructor (sin necesidad de utilizar los procedimientos de declinatoria o inhibitoria). En este caso, el Tribunal resolverá de plano y sin recurso contra su decisión (arts. 22 y 23 LECrim.).

Durante la fase de plenario, la competencia se revisa también de oficio y a instancia de parte. Si es de oficio, y los órganos enfrentados son del mismo rango, resolverá en última instancia el superior común (art. 25 LECrim.); si son de rango distinto, recuérdese que no cabe promover cuestión de competencia (art. 52 LOPJ), de tal manera que el órgano superior reclamará, si procede, la causa al inferior (arts. 21 y 759.3.ª LECrim.).

III. A instancia de parte, la competencia puede cuestionarse mediante inhibitoria, que se plantea ante el Tribunal que la parte o el Fiscal juzga competente (arts. 33 a 43 LECrim.); o declinatoria, que se plantea ante el Tribunal que la parte considera incompetente (art. 26 LECrim.).

IV. La declinatoria, en el proceso ordinario, se sustancia como artículo de previo pronunciamiento (arts. 45, 666.1.ª y ss. LECrim.), es decir, antes de que comience el juicio oral. En el procedimiento abreviado, la competencia se discutirá como cuestión previa al inicio del juicio oral, que deberá ser resuelta en el acto y sin recurso alguno, sin perjuicio de reproducir la cuestión en la impugnación de la sentencia que se dicte (art. 786.2 LECrim.).

11.  LA COMPETENCIA PENAL EN LOS PROCESOS CONTRA PERSONAS JURÍDICAS

Conforme al catálogo de penas previstas para las personas jurídicas y a su consideración como graves (art. 33.7 CP), la competencia objetiva para el enjuiciamiento de estos imputados correspondería al Juzgado de lo Penal (art. 14.3.º LECrim.), salvo que la pena interdictiva que se les impusiera superara los diez años, lo que sucederá siempre con la disolución de la empresa o en caso de que sea condenada a la prohibición de realizar determinadas actividades o a inhabilitación. En todos estos supuestos, el procedimiento adecuado es el abreviado (art. 757 LECrim.).

No obstante, el criterio determinante de la competencia en los procesos contra personas jurídicas es la gravedad del delito cometido por las personas físicas relacionadas con aquellas. El art. 14 bis LECrim., introducido por la Ley 37/2011, de 10 de octubre, ordena que, siempre que la competencia venga determinada por la gravedad de la pena, «se atenderá en todo caso a la pena legalmente prevista para la persona física, aun cuando el procedimiento se dirija exclusivamente contra una persona jurídica».

También son aplicables —con carácter preferente, como es sabido, al criterio de la gravedad de la pena— las normas de competencia objetiva por razón de la persona, cuando alguna de las personas físicas implicadas estuviera aforada, de manera que el juicio se celebraría ante el Tribunal de aforamiento. Y se aplicarán las normas de competencia objetiva por razón de la materia cuando los delitos atribuidos a la persona jurídica sean competencia de la Audiencia Nacional (por ejemplo, delitos de terrorismo o criminalidad organizada) o del Tribunal del Jurado (por ejemplo, delito de cohecho).

12.  LAS NORMAS DE REPARTO

I. La determinación definitiva del órgano competente no se agota con la aplicación de las normas de competencia territorial y objetiva, cuando en el mismo partido judicial existan varios órganos de la misma categoría judicial. La distribución de asuntos entre estos órganos se somete a unas normas de reparto, que son de carácter gubernativo, públicas y predeterminadas (28) .

Las normas de reparto de asuntos entre Secciones de las Salas del Tribunal Supremo, Audiencia Nacional y Tribunal Superior de Justicia de la comunidad autónoma, son aprobadas por sus respectivas Salas de Gobierno (art. 152.1.1.º LOPJ). Las de los TSJ también aprueban las normas de reparto entre las secciones de las Audiencias Provinciales (art. 152.2.1.º LOPJ). El cumplimiento de estas normas corresponde a los Presidentes de los Tribunales y Audiencias (art. 160.9 LOPJ).

En cuanto a los Juzgados, sus normas de reparto son también aprobadas por la Sala de Gobierno del respectivo TSJ, a propuesta de la Junta de Jueces (art. 167.1 LOPJ). El reparto se realizará «bajo la supervisión del Juez Decano» (art. 167.2 LOPJ).

II. En el reparto de asuntos entre Juzgados del orden penal tiene un papel decisivo el Servicio diario de Guardia (29) , integrado de forma rotatoria por todos los Juzgados de Instrucción y los de Primera Instancia e Instrucción del mismo partido judicial. Este Servicio de Guardia normalmente se divide, por razón de la materia, en Juzgados de Guardia de Detenidos y en Juzgados de Guardia de Diligencias o Incidencias. Desde la Ley 38/2002, de 24 de octubre, los Juzgados de Instrucción en Servicio de Guardia pueden dictar sentencia en juicios inmediatos por delito (siempre que sea por conformidad, art. 87.1 b LOPJ; y art. 801 LECrim.) o por delito leve (arts. 963 y 964 LECrim.). También es posible la especialización del Servicio de Guardia, como sucede con los delitos de violencia doméstica.

13.  ABSTENCIÓN Y RECUSACIÓN DEL JUEZ PENAL

I. Los jueces y magistrados que sirven en órganos penales están sometidos al régimen general de abstención y recusación previsto por los arts. 217 a 228 LOPJ para la protección de su imparcialidad, tanto objetiva como subjetiva (STS 31/2011, de 2 de febrero). La imparcialidad judicial se integra en el derecho a un proceso con todas las garantías y se presume siempre (STC 162/1999, de 27 de septiembre), de manera que a quien la impugna le corresponde probar la seriedad de sus sospechas (STC 69/2001, de 17 de marzo).

II. En el proceso penal tiene una especial importancia la causa 11.ª del art. 219 LOPJ, de abstención y recusación: «Haber participado en la instrucción de la causa penal o haber resuelto el pleito o causa en anterior instancia». Este precepto se refiere al efecto contaminante que produce la instrucción del proceso penal en el Juez instructor o el que puede producir en los magistrados que intervengan para resolver los recursos devolutivos que se interpongan contra decisiones dictadas en la fase instructora. No toda relación con la fase de instrucción perjudica la imparcialidad (v. gr., STS 709/2016, de 19 de septiembre, que distingue entre decisiones que confirman las resoluciones del instructor, sin afectación de la imparcialidad, y las que introducen juicios incriminatorios ex novo). Esto sólo sucede, según la STC 87/2001, de 2 de abril, cuando «coincide en una misma persona la función sentenciadora y la actividad instructora de contenido inquisitivo (…)» (también, STEDH de 28 de octubre de 1998, Castillo Algar contra España y STC 145/2988, de 12 de julio). No obstante, el rigor de la imparcialidad, como garantía para el justiciable, se ha extendido también a aquellos casos en que el tribunal competente para dictar sentencia ha tenido contacto previo con el material de la instrucción a través de los recursos devolutivos y los ha resuelto con pronunciamientos incriminatorios, por ejemplo, ordenando el procesamiento del sospechoso (STS 2470/1993, de 8 de noviembre) o revocando el archivo de la causa (STEDH de 23 de mayo de 1991, caso Oberschlick c. Austria).

III. La forma de dirigir y participar en las pruebas personales que se practican en el juicio oral es también una fuente de contaminación de la imparcialidad del Juez o del Presidente del Tribunal, cuando excede de la finalidad meramente aclaratoria que prevé la ley a la intervención judicial en los interrogatorios a testigos y peritos (art. 708.II LECrim., aplicado extensivamente a las declaraciones periciales), como destaca la STS 674/2013, de 23 de julio.

14.  PERSONAS E INSTITUCIONES QUE COOPERAN CON LOS TRIBUNALES PENALES

I. El ejercicio de la jurisdicción penal, en cualquiera de las fases del proceso, corresponde en exclusiva a los Jueces y Magistrados, pero éstos no son las únicas personas que intervienen en la causa. En el Capítulo III nos referiremos al papel que asumen el Ministerio Fiscal, las acusaciones y las defensas. Ahora haremos una breve mención a funcionarios e instituciones que colaboran en el buen fin de los procesos penales.

II. La Policía Judicial. Todos los integrantes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado (FCSE) tienen como función la de investigar los delitos, detener a los culpables y asegurar las pruebas y los instrumentos del delito, poniéndolos a disposición judicial (art. 11.1.g Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de FCSE). Sin embargo, la denominación oficial de «policía judicial» se reserva a las unidades policiales creadas específicamente (art. 30.1 LO 2/1986) con la responsabilidad de «la averiguación del delito y descubrimiento y aseguramiento del delincuente» (art. 6.º Real Decreto 769/1987, de 19 de junio, sobre regulación de la Policía Judicial). Tales unidades son orgánicamente dependientes del Ministerio del Interior y funcionalmente, de los Juzgados y del Ministerio Fiscal, de quienes deben recibir las órdenes para el cumplimiento de sus funciones (véanse también arts. 282 a 298 y 769 a 773 LECrim. y 547 a 549 LOPJ).

III. Los Médicos Forenses. Los médicos forenses son funcionarios públicos (30)  cuya función es colaborar con el Juez sobre aspectos de su especialidad relacionados con el caso, practicando autopsias, analizando muestras, diagnosticando patologías o valorando la gravedad de unas lesiones. Sus informes periciales tienen una gran importancia en el proceso penal cuando se investigan delitos contra la vida o lesiones, o, por ejemplo, cuando hay que determinar el estado mental o físico del acusado, porque podría modificar su responsabilidad criminal. Los médicos forenses están destinados, bien en un Instituto de Medicina Legal (31) , que estará constituido en cada una de las capitales de provincia donde tenga su sede el Tribunal Superior de Justicia; bien en el Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses (32) , órgano adscrito al Ministerio de Justicia (arts. 479 a 480 LOPJ).

15.  LA CORTE PENAL INTERNACIONAL

I. La comunidad internacional, representada por la Organización de Naciones Unidas, ejerce jurisdicción penal sobre personas físicas por delitos de genocidio, crímenes de lesa humanidad, crímenes de guerra y crímenes de agresión. La base de esta jurisdicción es la Carta de Naciones Unidas, a cuyo amparo el Consejo de Seguridad ha creado a lo largo del siglo XXI tribunales excepcionales, como los Tribunales internacionales para la ex Yugoslavia (1993) y Ruanda (1994). Son sus antecedentes inmediatos los Tribunales Militares de Núremberg y Tokio, constituidos por las potencias vencedoras de la II Guerra Mundial para el enjuiciamiento de los criminales nazis y japoneses. No obstante, la crítica a la excepcionalidad de estos órganos y la consolidación de una conciencia colectiva sobre la necesidad de una justicia internacional institucionalizada desembocaron en la aprobación del Estatuto de Roma para la Corte Penal Internacional (CPI), el 17 de julio de 1998, cuya jurisdicción se extiende a los ciudadanos de los Estados que han manifestado su adhesión y a los crímenes cometidos en los territorios de estos Estados y a partir de 1 de julio de 2002. España, como Estado parte, consiente con su adhesión a la CPI una cesión subsidiaria de soberanía jurisdiccional.

II. Se trata de «una institución permanente», facultada «para ejercer su jurisdicción sobre personas» por los delitos antes mencionados y con un «carácter complementario de las jurisdicciones penales nacionales» (art. 1). Este tribunal consta de una Fiscalía, una Sección de Cuestiones Preliminares, que supervisa la actuación del fiscal, una Sección de Primera Instancia y una Sección de Apelaciones (art. 34). Las secciones están integradas por magistrados elegidos por la Asamblea de Estados Partes (art. 36). El procedimiento se inicia por decisión de la Fiscalía, bien de oficio, bien a instancia de un Estado Parte o del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas (arts. 13 y 53). Admitida la acusación del Fiscal por la Sección de Cuestiones Preliminares, el juicio se celebra ante la Sección de Primera Instancia y su sentencia es revisable por la Sala de Apelaciones. Serán sujetos pasivos de la investigación las personas naturales mayores de 18 años, cualquiera que sea su cargo oficial, presuntamente responsables de los crímenes denunciados (arts. 25, 26 y 27). El Derecho objetivo que aplica la CPI es su Estatuto; cuando proceda, los tratados y los principios y normas del Derecho internacional; y, en su defecto, los principios generales del derecho derivados por la CPI de los sistemas jurídicos del mundo (art. 21). Las penas privativas de libertad impuestas por la CPI serán vinculantes para los Estados parte, sin perjuicio de las condiciones previstas por cada uno de ellos al cumplimiento de la condena en su territorio (art. 105).

III. El Estatuto de Roma ha sido objeto de desarrollo por Naciones Unidas para la determinación de los elementos constitutivos de los crímenes sometidos a su competencia (2002 y 2010) y por la Asamblea de Estados parte de la Corte para determinación de las Reglas de procedimiento y prueba de la Corte Penal Internacional (2002), publicadas por el BOE el 26 de septiembre de 2011. Además, la Ley Orgánica 18/2003, de 10 de diciembre, establece el procedimiento de cooperación del Reino de España con la Corte Penal Internacional.






	 (1) 

	Sobre el efecto de la justicia universal en los intereses diplomáticos de España, dice el Auto de la Sala Segunda del TS de 20 de abril de 2015 («Caso Ellacuría»), citando la STS 1240/2006, de 11 de diciembre, «que la intervención de los Tribunales españoles, respecto de hechos cometidos fuera de su territorio, puede plantear indudables conflictos desde el punto de vista de las relaciones internacionales del Estado español —competencia propia del Gobierno de la Nación (v. art. 97 CE)—, materia ajena a la función jurisdiccional, pero que, sin duda, los Tribunales no pueden desconocer de modo absoluto». La Sala Segunda del Tribunal Supremo intentó consolidar en el «Caso Guatemala» (STS 327/2003, de 25 de febrero) una interpretación restrictiva de la justicia universal mediante la exigencia de que hecho delictivo cometido en el extranjero presentara un «interés nacional» como condición para legitimar la incoación de una causa penal en España. El Alto Tribunal sólo autorizó a la Audiencia Nacional a que investigara los asesinatos de unos ciudadanos españoles cometidos en aquel país centroamericano. Sin embargo, el Tribunal Constitucional consideró que esta doctrina era contraria al dictado del art. 23.4 LOPJ y que carecía de fundamento en el Derecho internacional, fuera convencional o consuetudinario, por lo que, en su Sentencia 237/2005, de 26 de septiembre, la anuló.
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	 (2) 

	Es imprescindible la lectura de la Sentencia del Pleno de la Sala Segunda del TS n.o 296/2015, de 6 de mayo («Caso Tíbet») para la interpretación del nuevo art. 23 LOPJ, que incluye un detallado análisis del Derecho comparado y de la compatibilidad entre el régimen español de la justicia universal y el Derecho internacional.
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	Por ejemplo, la conspiración y asociación para cometer delitos terroristas, según el art. 3 del Convenio de Extradición en Estados de la Unión Europea, hecho en Dublín el 27 de septiembre de 1996 (BOE de 24 de febrero de 1998).
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	 (4) 

	La cosa juzgada, a los efectos de este artículo, sólo puede ser generada por una actuación jurisdiccional, por lo que la STS 183/2010, de 3 de marzo, rechaza que la cause una decisión de archivo dictada por el Ministerio Público portugués.
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	 (5) 

	La remisión a Tratados y Organizaciones internacionales que introduce el ap. p) del art. 23.4.º LOPJ «no es aplicable a los supuestos que ya aparecen específicamente regulados en los apartados anteriores del precepto, pues constituyen una cláusula de cierre aplicable exclusivamente a otros supuestos que pudieran ser objeto de un Tratado no contemplado en la regulación anterior» (STS 296/2015, de 6 de mayo). Conforme a este criterio, el Juzgado Central de Instrucción n.o 5 de la Audiencia Nacional dictó el Auto de 10 de junio de 2015, por el que sobreseyó provisionalmente el caso «Flotilla de la libertad», dado que los posibles responsables no se hallaban en España y los hechos podían ser conocidos por la Corte Penal Internacional.
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	 (6) 

	La interpretación del concepto de víctima para determinar la legitimación activa como condición de admisión de la querella se contiene en el Auto 35/2017, de 27 de julio, del Pleno de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional (Caso Siria), que contó con varios votos particulares.


	 Ver Texto 




	 (7) 

	El ya citado Auto de 20 de abril de 2015 («Caso Ellacuría») contiene una detalla interpretación sobre el significado y alcance tanto de la exposición razonada que debe elevar el Juzgado Central de Instrucción, como del juicio de ponderación que corresponde a la Sala Segunda sobre la disposición del Estado extranjero a juzgar a los responsables del delito. «Esta valoración, por otro lado» —dice el Auto citado— «supone "enjuiciar" la actuación de la Administración de Justicia de otro Estado, no está exenta de dificultades y puede conllevar el análisis de cuestiones complejas, tanto desde el punto de vista jurídico, como desde el punto de vista político-diplomático e incluso histórico, que exigen a este Tribunal prudencia en su ejercicio».


	 Ver Texto 




	 (8) 

	«Disposición Transitoria única. Las causas que en el momento de entrada en vigor de esta se encuentren en tramitación por los delitos a los que se hace referencia en la misma quedarán sobreseídas hasta que no (sic) se acredite el cumplimiento de los requisitos establecidos en ella». La lógica legislativa pugna con la deficitaria sintaxis de esta disposición y obliga a reinterpretar la expresión «hasta que no se acredite» en sentido contrario, es decir, «hasta que se acredite el cumplimiento».


	 Ver Texto 




	 (9) 

	De hecho, fueron varios los narcotraficantes puestos en libertad de oficio por jueces centrales de instrucción, cuyos autos fueron ratificados por el Pleno de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional. Posteriormente, la Sala Segunda del TS revocó estas decisiones y confirmó la jurisdicción española en estos casos con la Sentencia del Pleno 592/2014, de 24 de julio, seguida por otras, como la 755/2014, de 5 de noviembre.


	 Ver Texto 




	 (10) 

	Baste recordar la repercusión del «Caso Puigdemont» y el procedimiento seguido ante el Tribunal de Schleswig-Holstein para la entrega a España del ex presidente de la Generalidad de Cataluña.


	 Ver Texto 




	 (11) 

	Sin embargo, el Tribunal Constitucional ha considerado que el auto de la Audiencia Nacional que ordena la entrega puede causar una «vulneración indirecta» del derecho del reclamado a un proceso justo cuando ha sido juzgado en ausencia y no se condiciona su entrega a la posibilidad de revisar su condena. Este es el caso de la STC 199/2009, de 28 de septiembre, que anula el auto de la Audiencia Nacional por el que se acuerda la entrega a Rumanía de un ciudadano inglés, condenado por un Tribunal rumano tras un juicio al que no asistió personalmente el acusado, pero sí un abogado que lo representaba. A pesar de este apoderamiento al Letrado y de que la ausencia del acusado fue voluntaria, el TC afirma que la Audiencia Nacional debió haber condicionado la entrega a que la condena en ausencia que le fue impuesta pudiera ser revisada. El TC reconoce que esta condición no dimana de la hoy derogada Ley 3/2003, ni de la Decisión Marco de 2002, sino del sistema constitucional español de garantías. Precisamente, la Decisión Marco de 26 de febrero de 2009 —no aplicada al caso resuelto por la STC 199/2009— expresamente declara que: «(10) No deberán denegarse el reconocimiento ni la ejecución de las resoluciones dictadas a raíz de juicios celebrados sin la comparecencia del imputado cuando este, conociendo la fecha prevista del juicio, haya sido defendido en él por un letrado al que haya dado el correspondiente mandato, garantizando con ello que la asistencia letrada es real y efectiva». Con motivo de esta modificación introducida por la Decisión Marco de 2009, el TC elevó al Tribunal de Justicia de la Unión Europea tres cuestiones prejudiciales, mediante auto de 9 de junio de 2011, en un asunto similar —«Caso Melloni»— al resuelto por la STC 199/2009. El TC preguntaba, básicamente, si la normativa europea impide a los tribunales de un Estado miembro condicionar la entrega de un condenado en ausencia a la posibilidad que su juicio sea revisado; y, en caso de respuesta afirmativa a esta primera cuestión, si tal impedimento es compatible con los derechos a tutela judicial y al proceso equitativo. La Gran Sala del TJUE dictó sentencia de 26 de febrero de 2013, que declaraba que el Estado ejecutor de la «euro orden» no puede imponer al Estado emisor la condición de que el condenado en ausencia pueda revisar su condena, cuando hay actos propios de conocimiento y consentimiento del reclamado sobre la posibilidad de ser juzgado en rebeldía y de ser defendido por un letrado. El TC hizo suya esta doctrina en la Sentencia de Pleno 26/2014, de 13 de febrero.
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